
 

 

 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 
Bogotá, D.C., veintitrés (23) de octubre de dos mil veinte (2020). 
 
Ejecutivo laboral.  
Ejecutante: Jorge Hernán Meza Quintero 
Ejecutado: Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones 

Parafiscales de la Protección Social -UGPP-      
Expediente: No. 11001-3335-014-2016-00249-00                     
            
Procede el Despacho a pronunciarse sobre la concesión del recurso de apelación 
interpuesto por la apoderada judicial de la PARTE EJECUTADA Unidad Administrativa 
Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -
UGPP contra el auto de 13 de marzo de 2020. 
 

I. ANTECEDENTES 
 
1.      Decisión recurrida.  
 
Mediante auto proferido el pasado 13 de marzo de 20201, el Juzgado aprobó la liquidación 
del crédito presentada por la parte ejecutante equivalente a la manifestación de aprobación 
del valor contenido en auto anterior del 02 de diciembre de 20162 el cual fue confirmado 
por el Tribunal  Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda Subsección “D” 
mediante decisión del 29 de septiembre de 20173 por la suma de cuarenta y ocho millones 
cuatrocientos noventa y seis mil novecientos veintisiete pesos con sesenta y siete centavos 
($48’496.927,67). 
 
2.  Recurso interpuesto.  
 
El día 02 de julio de 2020 a través de correo electrónico4 la apoderada judicial de la parte 
ejecutada presentó recurso de apelación digital5 en contra de la providencia del día 13 de 
marzo de 2020. 
 
Recuérdese que debido a la declaratoria de la urgencia manifiesta para el control y 
contención del contagio del virus COVID 19 (Coronavirus) en la Rama Judicial, la 
Presidencia del Consejo Superior de la Judicatura expidió los acuerdos PCSJA20-115176, 
PCSJA20-115217, PCSJA20-115268, PCSJA20-115329, PCSJA20-1154610, PCSJA20-
1154911, PCSJA20-1155612, PCSJA20-1156713 y PCSJA20-1158114, para la adopción de 

                                                 
1 Expediente físico. Folio 192 
2 Expediente físico. Folios 76 a 78 
3 Expediente físico. Folios 89 a 93 
4 kvence@ugpp.gov.co  
5 Consulta OneDrive jadmin14bta@notificacionesrj.gov.co. 
6 Del 15 de marzo de 2020.”Por el cual se adoptan medidas transitorias por motivos de salubridad pública”. 
7 Del 19 de marzo de 2020. “Por medio del cual se prorroga la medida de suspensión de términos adoptada mediante los 
acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-11518 y PCSJA20-11519 del mes de marzo del año 2020 y se adoptan otras medidas 
por motivos de salubridad pública”. 
8 Del 22 de marzo de 2020. “Por medio del cual se prorroga la medida de suspensión de términos adoptada mediante el 
Acuerdo PCSJA20-11521 del 19 de marzo de 2020 y se adoptan otras medidas por motivos de salubridad pública”.  
9 Del 11 de abril de 2020.“Por medio del cual se prorrogan las medidas de suspensión de términos, se amplían sus 
excepciones y se adoptan otras medidas por motivos de salubridad pública” 
10 Del 25 de abril de 2020. “Por medio del cual se prorrogan las medidas de suspensión de términos, se amplían sus 
excepciones y se adoptan otras medidas por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
11 Del 07 de mayo de 2020. “Por medio del cual se prorrogan las medidas de suspensión de términos, se amplían sus 
excepciones y se adoptan otras medidas por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
12 Del 22 de mayo de 2020. “Por medio del cual se prorrogan las medidas de suspensión de términos, se amplían sus 
excepciones y se adoptan otras medidas por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
13 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se 
dictan otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
14 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 
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las medidas necesarias, entre ellas, la suspensión de los términos judiciales en todo el 
país, desde el 16 de marzo de 2020 hasta el 30 de junio de 2020 en los casos allí previstos 
y ordenó el levantamiento de términos judiciales y administrativos a partir del 1º de julio de 
2020. 
 
Es decir que en atención a la suspensión de términos decretado legalmente, se tiene que 
el auto fue proferido el 13 de marzo de 2020, la fecha del acto procesal de notificación por 
estado se trasladó al 01 de julio de 2020 como primer día hábil, y que el término de 
ejecutoria de dicha providencia para hacer uso de los recursos legales feneció el 06 de julio 
de 2020, entendiéndose presentado en tiempo el recurso. 
 
De conformidad con lo anterior, se observa que la PARTE EJECUTADA acudió dentro de 
la oportunidad legal por haberse notificado el auto recurrido en estado del 16 de marzo y 
haberse presentado a través de correo electrónico el recurso digital el día 02 de julio de 
2020 oportunamente, esto es dentro de los tres días siguientes a la fecha de notificación 
del auto. 
 

II. CONSIDERACIONES 
 
Dispone el numeral 3° del artículo 446 de la Ley 1564 de 2012, que contra la providencia 
que resuelve una objeción o altera de oficio la cuenta respectiva, solo resulta procedente 
el recurso de apelación.  
 
Para mayor claridad a continuación se cita los apartes relacionados al tema estudiado:  
 

“Artículo 446. Liquidación del crédito y las costas. Para la liquidación del 
crédito y las costas, se observarán las siguientes reglas: 
 
(…) 
 
3. Vencido el traslado, el juez decidirá si aprueba o modifica la liquidación por 
auto que solo será apelable cuando resuelva una objeción o altere de oficio la 
cuenta respectiva. El recurso, que se tramitará en el efecto diferido, no impedirá 
efectuar el remate de bienes, ni la entrega de dineros al ejecutante en la parte 
que no es objeto de apelación.” 

 
Atendiendo la norma previamente transcrita, se establecen taxativamente las 
circunstancias en las cuales procede el recurso de apelación contra decisión que apruebe 
o modifique la liquidación del crédito en el proceso ejecutivo, las cuales corresponden a 
una resolución de objeción planteada en el traslado de la liquidación por alguna de las 
partes o cuando oficiosamente el valor allí contenido sea modificado. 
 
En los casos en donde no se cumpla con alguno de estos requisitos, lo pertinente será dar 
trámite al recurso que proceda previa verificación de aspectos como el haber sido 
presentado oportunamente y por quien le asista legitimación en la causa para ello, para así 
proceder con el estudio de fondo de los argumentos de defensa que cuestionan la decisión 
judicial. 
 
Sobre la procedencia del recurso de reposición, el artículo 242 de la Ley 1437 de 2011, 
dispone que “Salvo norma legal en contrario, el recurso de reposición procede contra los 
autos que no sean susceptibles de apelación o de súplica.  (…)  En cuanto a su oportunidad 
y trámite se aplicará lo dispuesto en el Código de Procedimiento Civil.”. 
 
En vigencia de la Ley 1564 de 2012, se tiene que los artículos 318 y 319 ponen de relieve 
los criterios de procedencia y oportunidad del recurso de reposición en los siguientes 
términos: 
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“ARTÍCULO 318. PROCEDENCIA Y OPORTUNIDADES. Salvo norma en 
contrario, el recurso de reposición procede contra los autos que dicte el juez, 
contra los del magistrado sustanciador no susceptibles de súplica y contra los 
de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, para que se 
reformen o revoquen. 
 
El recurso de reposición no procede contra los autos que resuelvan un 
recurso de apelación, una súplica o una queja. 
 
El recurso deberá interponerse con expresión de las razones que lo 
sustenten, en forma verbal inmediatamente se pronuncie el auto. Cuando el 
auto se pronuncie fuera de audiencia el recurso deberá interponerse por 
escrito dentro de los tres (3) días siguientes al de la notificación del auto. 
 
El auto que decide la reposición no es susceptible de ningún recurso, salvo 
que contenga puntos no decididos en el anterior, caso en el cual podrán 
interponerse los recursos pertinentes respecto de los puntos nuevos. 
 
Los autos que dicten las salas de decisión no tienen reposición; podrá pedirse 
su aclaración o complementación, dentro del término de su ejecutoria. 
 
PARÁGRAFO. Cuando el recurrente impugne una providencia judicial 
mediante un recurso improcedente, el juez deberá tramitar la impugnación 
por las reglas del recurso que resultare procedente, siempre que haya sido 
interpuesto oportunamente. 
 
ARTÍCULO 319. TRÁMITE. El recurso de reposición se decidirá en la 
audiencia, previo traslado en ella a la parte contraria. 
 
Cuando sea procedente formularlo por escrito, se resolverá previo traslado a 
la parte contraria por tres (3) días como lo prevé el artículo 110.” (Subraya el 
Despacho) 
 

III. CASO CONCRETO 
 
Para el caso bajo estudio y dando aplicación a la normatividad reseñada, se tiene que el 
auto que resuelve una objeción o altera de oficio la cuenta respectiva es apelable en el 
efecto diferido, sin embargo se aprecia con claridad en el auto del 13 de marzo de 2020 
objeto del recurso de apelación, que no convergió ninguna de las dos anteriores 
situaciones. 
 
Esto teniendo en cuenta que el valor de cuarenta y ocho millones cuatrocientos noventa y 
seis mil novecientos veintisiete pesos con sesenta y siete centavos ($48’496.927,67) fue el 
valor determinado inicialmente en el mandamiento de pago del 02 de diciembre de 201615 
y confirmado por el Tribunal  Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda 
Subsección “D” mediante decisión del 29 de septiembre de 201716 sin ser alterada y/o 
modificada la cuenta adeudada por la entidad ejecutada, ni tampoco hubo lugar a resolver 
objeciones toda vez que la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y 
Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -UGPP guardó silencio respecto del 
traslado de la liquidación, habiendo realizado la Secretaríafijación en lista como consta en 
el folio 189 del expediente físico. 
 
Por las anteriores razones debe declararse improcedente el recurso de apelación 
formulada por la apoderada de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y 
Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -UGPP teniendo en cuenta que no 

                                                 
15 Expediente físico. Folios 76 a 78 
16 Expediente físico. Folios 89 a 93 

http://www.cancilleria.gov.co/sites/default/files/Normograma/docs/ley_1564_2012_pr002.htm#110
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cumple con los presupuestos del numeral 3° del artículo 446 del Código General del 
Proceso, no obstante al haberse presentado en tiempo, deberá imprimírsele el trámite 
correspondiente al recurso de reposición conforme a las disposiciones de los artículos 318 
y 319 del CGP de plena aplicación en atención a la remisión expresa del artículo 242 del 
CPACA, todo esto con el objeto de garantizar los derechos de defensa y debido proceso 
de las partes. 
 
Consecuencialmente, al cumplirse con el trámite del recurso de reposición debe el recurso 
presentado ser puesto en conocimiento de la parte ejecutante a través del traslado de tres 
días por medio de fijación en lista para que las partes se pronuncien en los que consideren 
oportuno y posteriormente ser resuelto. 
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Catorce (14) Administrativo Oral de Bogotá, 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: RECHAZAR POR IMPROCEDENTE el recurso de apelación interpuesto por la 
PARTE EJECUTADA17 contra el auto de 13 de marzo de 2020, mediante el cual se aprobó 
la liquidación del crédito presentada por la PARTE EJECUTANTE, de conformidad con la 
parte motiva del presente auto. 
 
SEGUNDO: Por Secretaría DAR TRASLADO del recurso de reposición como procedente, 
con inclusión en lista de que trata el artículo 319 y 110 del Código General del Proceso. 
 
TERCERO: SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a su 
alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar continuidad al 
presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos PCSJA20-1156718 y 
PCSJA20-1158119, expedidos por la Presidencia del Consejo Superior de la Judicatura. 
 
CUARTO: Cumplido lo anterior INGRESAR el expediente al Despacho para resolver lo que 
en derecho corresponda. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

 
 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. - SECCIÓN SEGUNDA 

 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia 

anterior hoy 26 DE OCTUBRE DE 2020, a las 8:00 a.m. 
 
 

__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO 

DHC 
 

Firmado Por: 
 

JAVIER LEONARDO ORJUELA ECHANDIA  

                                                 
17 kvence@ugpp.gov.co , notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co  y info@vencesalamanca.co 
18 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se 
dictan otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
19 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 

mailto:kvence@ugpp.gov.co
mailto:notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co
mailto:info@vencesalamanca.co
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JUEZ CIRCUITO 
JUZGADO 014 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA. 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 
Código de verificación: 08599361bdf6eccef131c5d45845a4a6d7a95640c4bf99da71df553d2432727f 

Documento generado en 23/10/2020 02:31:06 a.m. 
 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 

 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá, D.C., veintitrés (23) de octubre de dos mil veinte (2020). 
 
Conciliación Extrajudicial 
Convocante: Jairo Oswaldo Mancera Niño, Miguel Ángel Silva Mogollón y 

otros 

Convocado: Bogotá Distrito Capital – UAE Cuerpo Oficial de Bomberos de 

Bogotá  

Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00177-00                     
            
Procede el Despacho a resolver el recurso de reposición interpuesto por la 
apoderada judicial de la parte convocante, Catalina María Villa Londoño, contra el 
auto proferido el 3 de septiembre de 2020. 
 

I. ANTECEDENTES 
 
1. Decisión recurrida.  
 
Mediante auto del 3 de septiembre de 2020, el Juzgado dispuso escindir las 
solicitudes de aprobación de conciliación presentadas por los señores Miguel Ángel 
Silva Mogollón, Deiver Estiven Jiménez Ayala, José Mauricio Gonzáles Fajardo y 
Brayan Steben Triana Copete, debido a que esta obedecía a una acumulación de 
pretensiones subjetiva a la que concurrieron varios interesados, cada uno con 
pretensiones específicas, de suerte que dicha acumulación se estimó indebida, 
teniendo en cuenta las características propias de cada demandante.  
 
 
2. Recurso interpuesto. 
 
El 9 de septiembre de 2020 la apoderada de los convocantes interpuso recurso de 
reposición contra la decisión del 3 de septiembre de 2020. Fundamentó su 
inconformidad en lo siguiente:  
 
Estimó confusa la orden dada en el auto recurrido, pues mientras el ordinal primero 
ordenó escindir, el tercero avoca conocimiento de todas las solicitudes de 
conciliación.  
 
Solicitó se reconsiderara la orden de escindir, por cuanto en el numeral segundo se 
ordenó tomar copia del expediente y presentar nuevos escritos por separado, sin 
advertir que quien remitió el asunto para conciliación fue la Procuraduría General 
de la Nación. Dijo, además, que en caso de que debiera tomar las copias de las 
piezas procesales, no sería posible radicarlas ante la oficina de apoyo bajo el 
sistema virtual de radicación de demandas.  
 
Estimó que la acumulación de accionantes y pretensiones era válida ante la 
existencia de un solo problema jurídico, máxime cuando las cantidades conciliadas 
estaban determinadas claramente en conciliaciones individuales. Reiteró entonces 
que escindir implicaría remitir nuevamente el expediente a la Procuraduría que fue 
la autoridad que remitió la respectiva conciliación, lo que daría lugar a una dilación 
injustificada.  
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Solicitó que en el evento en que se mantuviera la decisión, le fuera remitido el 
expediente electrónico, ya que se encontraba en la ciudad de Villavicencio y su 
desplazamiento hasta la ciudad de Bogotá implicaba un riesgo debido a su 
avanzado estado de gravidez.    
 
Finalmente, dijo que, si la decisión consistía en avocar conocimiento de la 
conciliación de uno solo de los convocantes, solicitó que se precisara cuál de todos, 
para efectos conceder una cita y enviar un dependiente a tomar las copias 
ordenadas, ya que el complejo CAN continuaba sin atención al público y la oficina 
de apoyo no se encontraba recibiendo documentos en físico y de manera virtual no 
existía la opción de radicar documentos de aprobación de conciliación.  
 
   

II. TRÁMITE DEL RECURSO 
 
La Secretaría del Despacho dio trámite al recurso de reposición de conformidad 
con el artículo 110 del Código General del Proceso mediante fijación en lista de un 
(01) día, corriendo traslado del mismo a la parte contraria por el término de tres (03) 
días y surtido este término no se presentó pronunciamiento alguno. 

 
II. CONSIDERACIONES 

 
1. Del recurso de reposición. 
 
Sobre la procedencia del recurso de reposición, el artículo 242 de la Ley 1437 de 
2011, dispone que “Salvo norma legal en contrario, el recurso de reposición procede 
contra los autos que no sean susceptibles de apelación o de súplica.  (…)  En cuanto 
a su oportunidad y trámite se aplicará lo dispuesto en el Código de Procedimiento 
Civil.”. 
 
Así, en vigencia de la Ley 1564 de 2012, se tiene que los artículos 318 y 319 ponen 
de relieve los criterios de procedencia y oportunidad en los siguientes términos: 
 

“ARTÍCULO 318. PROCEDENCIA Y OPORTUNIDADES. Salvo norma en 
contrario, el recurso de reposición procede contra los autos que dicte el juez, contra 
los del magistrado sustanciador no susceptibles de súplica y contra los de la Sala 
de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, para que se reformen o 
revoquen. 
 
El recurso de reposición no procede contra los autos que resuelvan un recurso de 
apelación, una súplica o una queja. 
 
El recurso deberá interponerse con expresión de las razones que lo sustenten, en 
forma verbal inmediatamente se pronuncie el auto. Cuando el auto se pronuncie 
fuera de audiencia el recurso deberá interponerse por escrito dentro de los tres (3) 
días siguientes al de la notificación del auto. 
 
El auto que decide la reposición no es susceptible de ningún recurso, salvo que 
contenga puntos no decididos en el anterior, caso en el cual podrán interponerse 
los recursos pertinentes respecto de los puntos nuevos. 
 
Los autos que dicten las salas de decisión no tienen reposición; podrá pedirse su 
aclaración o complementación, dentro del término de su ejecutoria. 
 
PARÁGRAFO. Cuando el recurrente impugne una providencia judicial mediante un 
recurso improcedente, el juez deberá tramitar la impugnación por las reglas del 
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recurso que resultare procedente, siempre que haya sido interpuesto 
oportunamente. 
 
ARTÍCULO 319. TRÁMITE. El recurso de reposición se decidirá en la audiencia, 
previo traslado en ella a la parte contraria. 
 
Cuando sea procedente formularlo por escrito, se resolverá previo traslado a la 
parte contraria por tres (3) días como lo prevé el artículo 110.” (Subraya el 
Despacho) 

 
Ahora, tal norma se complementa con el artículo 243 del CPACA, sobre la 
procedencia del recurso de apelación, así:  
 

 “ARTÍCULO 243. APELACIÓN. Son apelables las sentencias de primera instancia 
de los Tribunales y de los Jueces. También serán apelables los siguientes autos 
proferidos en la misma instancia por los jueces administrativos: 
 
1. El que rechace la demanda. 
2. El que decrete una medida cautelar y el que resuelva los incidentes de 
responsabilidad y desacato en ese mismo trámite. 
3. El que ponga fin al proceso. 
4. El que apruebe conciliaciones extrajudiciales o judiciales, recurso que solo podrá 
ser interpuesto por el Ministerio Público. 
5. El que resuelva la liquidación de la condena o de los perjuicios. 
6. El que decreta las nulidades procesales. 
7. El que niega la intervención de terceros. 
8. El que prescinda de la audiencia de pruebas. 
9. El que deniegue el decreto o práctica de alguna prueba pedida oportunamente (…) 
 
PARÁGRAFO. La apelación solo procederá de conformidad con las normas del 
presente Código, incluso en aquellos trámites e incidentes que se rijan por el 
procedimiento civil.” 

 
De conformidad con los artículos antes transcritos, se observa que la parte 
demandante acudió dentro de la oportunidad legal por haberse notificado el auto 
recurrido en estado del 4 de septiembre de 2020 y haberse presentado el recurso 
el 9 de septiembre del mismo mes y año, esto es, dentro del término de ejecutoria1. 
 
En cuanto a la procedencia del recurso, el Despacho encuentra que, ciertamente, 
procede el de reposición, en la medida que el auto recurrido en el que se ordenó 
escindir las solicitudes de aprobación de conciliación, según el artículo 243 del 
CPACA, no es susceptible de apelación, de suerte que en concordancia con el 242, 
solo puede ser recurrido y no apelado.  
 
En consecuencia, el Despacho procederá a resolverlo.    
 
Así las cosas, la inconformidad con la decisión está encaminada a los siguiente: (i) 
para la recurrente no hay claridad en lo ordenado en la parte resolutiva; (ii) la 
imposibilidad de tomar copias físicas y radicarlas ante la oficina de apoyo debido a 
que no hay atención al público en la oficina de apoyo; (iii) la imposibilidad de 
radicación virtual de escritos distintos a la presentación de demandas; (iv) la validez 
de acumular accionantes y pretensiones; (v) lo inconveniente para el principio de 
economía procesal que sería remitir nuevamente el expediente a la Procuraduría 
General de la Nación, para que lo escinda, ya que, en su parecer, esa sería la 
autoridad que debería proceder a la escisión y posterior remisión para su 

                                                 
1 Esto, teniendo en cuenta que los días 5 y 6 de septiembre fueron días no hábiles y no corrieron los 
términos de ejecutoria.  

http://www.cancilleria.gov.co/sites/default/files/Normograma/docs/ley_1564_2012_pr002.htm#110
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conocimiento; (vi) la solicitud de la abogada, consistente en remitir el expediente 
electrónico debido ante el peligro que corría al tener que desplazarse, dado su 
avanzado estado de gravidez; y (vii) solicitó que se aclarara sobre cuál de los 
convocantes se avocaría conocimiento.    
 
 

III. CASO CONCRETO 

 

Comoquiera que la parte actora aludió a varios aspectos como objeto de su 

inconformidad, el Despacho procederá a analizarlos uno a uno, así:  

 

En primer lugar, estima la recurrente en la parte inicial de su escrito, que el auto 

recurrido no es claro, pues pese a que en el numeral primero se ordena escindir las 

solicitudes de conciliación, al tiempo se avoca su conocimiento respecto de todos 

los convocantes.  

 

Para el Despacho, la presunta confusión es apenas aparente, pues del contenido 

del auto recurrido no se deriva que la escisión implique un nuevo reparto de cada 

una de las solicitudes que serían objeto de escisión a los demás Juzgados 

Administrativos del Circuito de Bogotá. De hecho, la providencia es enfática en 

expresar que este Despacho conservará el conocimiento respecto de todos los 

convocantes hasta la culminación del trámite en aplicación del principio de celeridad 

y economía procesal.  

 

Nótese como al final del numeral segundo, se dispuso, que una vez escindidas las 

solicitudes la Secretaría de este Juzgado, debía enviarlas a la Oficina de Apoyo 

Judicial para los Juzgados Administrativos, solo para efectos de la asignación de un 

nuevo radicado a cada caso y para que posteriormente “envíe las actas de reparto 

a este mismo Despacho”.   

 

De ahí que sea manifiesto y claro que este juzgado asumirá el conocimiento 

respecto de todas las personas que fueron parte de la conciliación, aspecto que 

además responde la inquietud formulada al final del recurso, según la cual solicitó 

que se aclarara respecto de cuál de los convocantes se avocaría conocimiento, 

pues, se reitera que, el Despacho conservará el conocimiento del asunto en razón 

de todos los convocantes y no solo de uno en particular.  

 

De otra parte, la recurrente alude a la imposibilidad de tomar copias físicas y 

radicarlas ante la oficina de apoyo debido a que la Oficina de Apoyo Judicial para 

los Juzgados Administrativos no se encuentra prestando atención al público por 

efectos de la pandemia. De igual manera expresa la imposibilidad de radicar escritos 

virtuales distintos a aquellas relacionadas con la presentación de demandas.  

 

Ante tal aseveración, entiende el Despacho que la recurrente la deriva del contenido 

del numeral segundo del auto recurrido, donde se expresó: “la parte convocante 

procederá a tomar las copias del acta de conciliación de la Procuraduría General de 

la Nación, del comité de conciliación de la entidad convocada, de la presente 

providencia, y demás documentos relativos a cada uno de los interesados y deberá 

allegar nuevos escritos por separado”. 
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Pues bien, para efectos de una mayor precisión y garantizar el debido acceso a la 
administración de justicia por las eventualidades generadas por la pandemia 
derivada de la propagación del COVID-19, en la parte resolutiva de este escrito, el 
Despacho modificará dicho numeral, y en su lugar precisará que en lugar del deber 
de “tomar copias” de los diferentes documentos referidos, lo que deberá hacer la 
apoderada es conformar a través de los medios digitales sendas carpetas, cada una 
de ellas contendrá una copia digital del acta de conciliación de la Procuraduría 
General de la Nación, del comité de conciliación de la entidad convocada, de la 
providencia que ordenó la escisión, del presente auto, y demás documentos 
relativos a cada uno de los interesados a saber: DEIVER ESTIVEN JIMÉNEZ 
AYALA; JOSÉ MAURICIO GONZÁLEZ FAJARDO Y BRAYAN STEBEN TRIANA 
COPETE  
 

Ahora, sobre la imposibilidad de radicar documentos diferentes a demandas en la 

Oficina de Apoyo Judicial, es preciso afirmar que en el referido numeral segundo 

del auto recurrido no se expresó que las solicitudes escindidas debieran ser 

enviadas a tal oficina. No obstante, debe aclarase que esos documentos digitales 

escindidos deben remitirse al correo electrónico del despacho 

jadmin14bogota@notificacionesrj.gov.co, dentro de los 5 días siguientes a la 

ejecutoria de esta providencia, para que posteriormente este Despacho los remita 

por Secretaría a la “a la Oficina de Apoyo Judicial para los Juzgados Administrativos 

para efectos de que esta asigne la correspondiente radicación a cada caso y envíe 

las actas de reparto a éste mismo Despacho”, tal como se había contemplado en el 

auto recurrido.    

 

Para tales efectos, en consideración del estado de gravidez de la apoderada y 

debido a que el Despacho entiende que no cuenta en la actualidad con el expediente 

electrónico, este será enviado por secretaría al correo electrónico registrado junto 

con la copia del presente auto. Esto, bajo el entendido de que no existe necesidad 

de su desplazamiento, pues todo lo aquí ordenado es posible gestionarlo a través 

de medios digitales.   

 

Adicionalmente, y tal como se deriva de lo antes dicho, el Despacho no contempla 

la necesidad de que el expediente sea devuelto a la Procuraduría General de la 

Nación, pues como se ve, el trámite de decisión es posible de la forma antes 

dispuesta sin necesidad de su intervención, justamente, en aras del principio de 

economía procesal.  

 

Finalmente, frente a la aseveración según la cual es posible en este caso la 

acumulación de “accionantes” y pretensiones, debe realizarse su estudio teniendo 

en cuenta los eventos de carácter objetivo y subjetivo de las mismas. 

 
El artículo 165 de la Ley 1437 de 2011 reguló la acumulación de pretensiones, en 
lo que tiene que ver con los de medios de control, pero no codificó la acumulación 
de pretensiones en la que concurran varios demandantes, razón por la cual habrá 
de tenerse en cuenta lo preceptuado en el artículo 88 del Código General del 
Proceso, por remisión expresa del artículo 306 del C.P.A.C.A. 
 
El mencionado artículo 88 del C.G.P., es del siguiente tenor: 
 

“ARTÍCULO 88. ACUMULACIÓN DE PRETENSIONES. El demandante podrá 
acumular en una misma demanda varias pretensiones contra el demandado, 
aunque no sean conexas, siempre que concurran los siguientes requisitos: 

mailto:jadmin14bogota@notificacionesrj.gov.co
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1. Que el juez sea competente para conocer de todas, sin tener en cuenta la 
cuantía. 
2. Que las pretensiones no se excluyan entre sí, salvo que se propongan como 
principales y subsidiarias. 
3. Que todas puedan tramitarse por el mismo procedimiento. 
(…) 
También podrán formularse en una demanda pretensiones de uno o varios 
demandantes o contra uno o varios demandados, aunque sea diferente el interés 
de unos y otros, en cualquiera de los siguientes casos: 
 
a) Cuando provengan de la misma causa. 
b) Cuando versen sobre el mismo objeto. 
c) Cuando se hallen entre sí en relación de dependencia. 
d) Cuando deban servirse de unas mismas pruebas…” 

 

Por lo anterior, se advierte que el objeto de la conciliación es: (i) el reconocimiento 
y pago de que la jornada laboral de los bomberos en Bogotá es de 190 horas y no 
de 240; (ii) pago de horas extras diurnas, nocturnas, dominicales y festivos; (iii) la 
reliquidación y pago de recargos diurnos, nocturnos, dominicales y festivos; (iv) 
reconocimiento y pago de un día compensatorio por cada dominical y festivo 
laborado; (v) reliquidación de trabajo suplementario; (vi) reliquidación de 
prestaciones sociales; (vii) y la correspondiente indexación de los valores 
adeudados.    
 
Esas pretensiones se derivan a su vez, de la existencia de cuatro actos 
administrativos distintos respecto de los cuales se habría solicitado la nulidad y en 
relación con los que se debe demostrar de manera particular si sería factible la 
conciliación en cuanto a sus efectos económicos, en donde cada quien debe aportar 
las pruebas que contribuyan a demostrar el sustento de lo reconocido mediante el 
acuerdo al que se llegó, razón por la cual, el objeto conciliado en relación con cada 
uno de los convocantes  no alcanza el carácter de ser una misma CAUSA, como es 
la que expresamente señala la Ley para el efecto de la acumulación de pretensiones 
de varios actores en una misma demanda. 

 
Ahora bien, el OBJETO tampoco puede ser el mismo, toda vez que, al tratarse de 
situaciones diferentes y autónomas, los efectos económicos necesariamente serán 
distintos, como distintas pueden ser las circunstancias particulares de cada 
convocante. 

 
Tampoco existe DEPENDENCIA entre los diferentes rubros conciliados, puesto que 
cada convocante podía tramitar su solicitud de manera separada, sin que el 
resultado de un proceso incida en otros. 
 
Por consiguiente, al haberse determinado que las peticiones de los demandantes 
no provienen de la misma causa y que no versan sobre el mismo objeto, ni están en 
relación de dependencia, ni se sirven de los mismos medios de prueba o convicción, 
habrá de determinarse que no reúnen los presupuestos procesales establecidos en 
el artículo 88 del Código General del Proceso para tramitarse conjuntamente. 
 
Por lo tanto, no se puede inferir que la orden de escindir obedezca a una figura de 
imposible aplicación, por el contrario, tal determinación responde a garantizar a las 
partes una respuesta a la demanda de justicia, precisando con claridad en cada 
caso una solución pronta a las distintas controversias.  
 
De este modo, no se revocará la orden de escisión de la solicitud de conciliación. 
Sin embargo, se dispondrá la modificación del numeral segundo del auto del 3 de 
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junio de 2020, para efectos de facilitar el cumplimiento de lo allí ordenado a la parte 
convocante.   
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Catorce (14) Administrativo Oral de Bogotá, 
 
  

RESUELVE: 
 
PRIMERO: Modificar el numeral SEGUNDO del auto del 3 de septiembre de 2020, 
el cual quedará así:  
 

SEGUNDO: Para tal efecto, con el fin de ESCINDIR las solicitudes, dentro de 
los cinco (5) días siguientes a la ejecutoria de la presente providencia, la 
apoderada de la parte convocante deberá crear, a través de los medios 
digitales, sendas carpetas en archivos pdf, cada una de ellas contendrá una 
copia digital del acta de conciliación de la Procuraduría General de la Nación, 
del comité de conciliación de la entidad convocada, del auto del 3 de 
septiembre de 2020 que ordenó la escisión de las solicitudes de conciliación, 
del presente auto, y demás documentos relativos a cada uno de los 
interesados y deberá enviar tales archivos a este juzgado  al siguiente correo 
electrónico jadmin14bogota@notificacionesrj.gov.co . Una vez conformadas 
las correspondientes carpetas digitales de las solicitudes de conciliación  
respecto de los señores DEIVER ESTIVEN JIMÉNEZ AYALA; JOSÉ 
MAURICIO GONZÁLEZ FAJARDO Y BRAYAN STEBEN TRIANA COPETE 
de las cuales se logró la conciliación, de inmediato estas serán remitidas por 
la Secretaría del Despacho a la Oficina de Apoyo Judicial para los Juzgados 
Administrativos para efectos de que esta asigne la correspondiente radicación 
a cada caso y envíe las actas de reparto a éste mismo Despacho. 

 
SEGUNDO: Por Secretaría, junto con la copia del presente auto, ENVÍESE como 
archivo adjunto la copia del expediente digital del presente proceso al correo 
registrado de la apoderada de parte convocante.   
 
TERCERO: Ejecutoriada la presente providencia dar cumplimiento al auto 
anterior, conforme a la modificación aquí dispuesta.  
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
 

 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       

ORAL DE BOGOTÁ D.C. 
SECCIÓN SEGUNDA 

 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 26 DE OCTUBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  
 

__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

DVT   
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Firmado Por: 
 

JAVIER LEONARDO ORJUELA ECHANDIA  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 014 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA. 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 
jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 
 

Código de verificación: 
36f6e99d2e5f748db96ceb649ea019ba075de5f6240041998ed0d3d456a336ab 

Documento generado en 23/10/2020 02:31:07 a.m. 
 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 
https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 

 

 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 
Bogotá, D.C., veintitrés (23) de octubre de dos mil veinte (2020). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Demandante: Héctor Mauricio Moreno Mogollón  

Demandado: Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional y Caja 

de Retiro de las Fuerzas Militares - CREMIL 

Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00087-00                     

            
En consideración a que la demanda presentada se corrigió parcialmente1 en el plazo 
estipulado en el artículo 170 de la Ley 1437 de 20112 y  de conformidad con lo previsto en 
los capítulos I, II y III del título V de la Ley 1437 de 2011, el Despacho procederá a ADMITIR 

la presente demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presentada por 
HÉCTOR MAURICIO MORENO MOGOLLÓN, a través de apoderado, contra la NACIÓN 
– MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL y la CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS 
MILITARES – CREMIL, y conforme con lo dispuesto en los artículos 138 y 155 numeral 2° 
de la Ley 1437 de 2011, tramítese por el procedimiento ordinario en primera instancia. 
 
Por consiguiente, al tenor de lo establecido en el artículo 171 de la citada Ley 1437 de 2011, 
se dispone: 
 
1. Notificar el presente auto en forma personal al MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL y 
al DIRECTOR GENERAL de la CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES – 
CREMIL, de conformidad con los artículos 197, 198 y el artículo 199 de la ley 1437 de 2011, 
el cual fue modificado por el artículo 612 de la ley 1564 de 2012. 
 
2. Notificar por estado la presente providencia a la parte demandante3, según el numeral 1° 
del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011. 
 

Debe advertirse que el numeral 5° del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011 señala que la 
demanda debe contener la petición de las pruebas que el demandante pretende hacer valer, 
aportando todas las documentales que se encuentre en su poder en los términos 
correspondientes a las oportunidades probatorias contenidas en el artículo 212 ibídem. 
 

3. Notificar el presente proveído al (la) señor(a) Agente del Ministerio Público Delegado(a) 
para este Despacho, conforme lo dispone el artículo 171, 198 numeral 3° y 199 de la Ley 
1437 de 2011, modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 de 2012. 
 

4. Notificar el presente auto de manera personal al Director Nacional de la Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado, conforme lo establece el artículo 199 de la Ley 1437 de 
2011, modificado por el artículo 612 del C.G.P., a su vez modificado por el artículo 3° del 
Decreto 1365 de 20134. 
 
5. Ordenar a la parte actora cancelar treinta mil pesos ($30.000) como gastos ordinarios del 
proceso, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 4° del artículo 171 de  la Ley 1437 
de 2011, suma que será consignada en la Cuenta de Corriente Única Nacional Nro. 3-082-

                                                 
1 Subsanación del 19 de agosto de 2020 y respuesta del 24 de septiembre a requerimiento de auto digital del 18 de septiembre 

de 2020. Consulta OneDrive jadmin14bta@notificacionesrj.gov.co.   
2 “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”. 
3 rbsalas125@hotmail.com  
4 “Por el cual se reglamentan algunas disposiciones de la Ley 1564 de 2012, relativas al Agencia Nacional de Defensa Jurídica 
del Estado”. 
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00-00636-6 del Banco Agrario de Colombia “CSJ-DERECHOS, ARANCELES, 
EMOLUMENTOS Y COSTOS –CUN”5, dentro de los tres (03) días siguientes a la ejecutoria 
del presente auto. 
 
6. Correr traslado de la demanda de conformidad con lo previsto en el artículo 172 del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, a la PARTE 
DEMANDADA y al MINISTERIO PÚBLICO, por el término común de treinta (30) días, que 
de acuerdo a lo establecido en el artículo 199 del CPACA, modificado por el artículo 612 
del Código General del Proceso, comenzará a correr veinticinco (25) días después de 
realizada la última notificación, para que contesten la demanda, y a las personas de derecho 
privado si es del caso, de acuerdo con la notificación señalada en el artículo 200 de la Ley 
1437 de 2011. 
 
Debe advertirse que la Ley 1437 de 2011, en el artículo 175 Parágrafo 1°, estableció para 
la entidad demandada el deber de allegar el correspondiente “expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentre en su 
poder”, el cual deberá remitirse durante el término dispuesto para dar respuesta a la 
demanda, so pena de incurrir en falta disciplinaria. 
 
8. SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a su alcance para 
el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar continuidad al presente 
trámite ordinario, conforme a lo señalado en los acuerdos PCSJA20-11567 y PCSJA20-
11581, expedidos por la Presidencia del Consejo Superior de la Judicatura. Las 
documentales deberán ser enviadas de manera electrónica al siguiente correo electrónico 
de la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos de Bogotá: 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
 
9. ADVERTIR que a la fecha no existe solicitud de medidas cautelares dentro del presente 
medio de control. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 
 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 26 DE OCTUBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO 

DHC 
 

Firmado Por: 
 

JAVIER LEONARDO ORJUELA ECHANDIA  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 014 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA. 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 
 

Código de verificación: 10a70c471e6c01ebd417e3f2b4bbd9c77ce17bce03ff688e41bd0849545c522a 

                                                 
5 Consejo Superior de la Judicatura. Dirección Ejecutiva de Administración Judicial. Circular DEAJC19-43 del 11 de junio de 
2019. 
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Documento generado en 23/10/2020 02:31:08 a.m. 
 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 

 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá, D.C., veintitrés (23) de octubre de dos mil veinte (2020). 

Conciliación Extrajudicial 

Expediente No. 11001-3335-014-2020-00182-00                   

Convocante: FABIO VELASQUEZ ACOSTA 

Convocado:  CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 
NACIONAL -CASUR- 

 

Encontrándose el presente asunto al Despacho, se observa que la Caja de Sueldos 

de Retiro de la Policía Nacional y la Procuraduría Sexta Judicial II para Asuntos 

Administrativos de Bogotá, mediante correo electrónico del día 19 de agosto de 

2020, allegaron las documentales requeridas mediante auto del 5 de agosto de 

2020. 

 

Por lo tanto, con fundamento en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001, el Despacho 

procede a decidir sobre la aprobación o improbación del acuerdo conciliatorio 

llevado a cabo ante la Procuraduría Sexta Judicial II para Asuntos Administrativos, 

celebrado entre el señor FABIO VELASQUEZ ACOSTA y la CAJA DE SUELDOS 

DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL -CASUR- 

 

I. ANTECEDENTES. 

 

 

1. OBJETO DE LA CONCILIACIÓN. 

 

A fin de obtener el reconocimiento y pago del reajuste de la asignación de retiro 

entre los años 2012 y 2018, incrementando las partidas computables de la 

asignación mensual de retiro correspondientes al subsidio de alimentación y las 

duodécima parte (1/12) de las primas de servicios, navidad y de vacaciones de 

acuerdo con el principio de oscilación, el señor FABIO VELÁSQUEZ ACOSTA, por 

conducto de apoderado, y ante la Procuraduría Sexta Judicial II para Asuntos 

Administrativos, haciendo uso del mecanismo de la conciliación extrajudicial, 

convocó a la CAJA SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL, 

representada por su Director General, para celebrar audiencia de conciliación. 

 

2. HECHOS.1 

 

                                                 
1 Folio 4 a 5. 
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2.1. La Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional mediante Resolución No. 

17454 de 24 de octubre de 2012, reconoció al IJ ® FABIO VELASQUEZ ACOSTA 

asignación de retiro (fols.21-22). 

 

2.2. El convocante presentó ante la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía 

Nacional, derecho de petición2,  en el que solicitó el reconocimiento y pago de los 

valores correspondientes a la duodécima parte (1/12) de: prima de servicios, prima 

de vacaciones, prima de navidad y el subsidio de alimentación de acuerdo con el 

principio de oscilación (f. 13), y mediante Oficio 535353 del 3 de febrero de 2020, la 

Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional le indicó los parámetros 

establecidos para acudir en conciliación extrajudicial ante la Procuraduría General 

de la Nación (f. 13-14). 

 
2.3. Mediante documento con radicado Nº 20204020436292 el 11 de marzo de 

2020, el convocante realizó el aporte de documentos ante la Agencia Nacional de 

Defensa Jurídica del Estado sobre la solicitud de conciliación (fols. 27). 

 

2.4. Mediante el mecanismo de conciliación extrajudicial la parte convocante 

presentó solicitud ante la Procuraduría General de la Nación (fols.3-9). 

 
2.5. La Procuraduría Sexta Judicial II para Asuntos Administrativos de Bogotá 

celebró Audiencia de conciliación el día 30 de junio de 2020 (flos.29 -39). 

 

3. PRUEBAS. 

 

3.1. Solicitud de conciliación extrajudicial presentada por la parte convocante 

(fols. 1-9). 

 

3.2. Poder otorgado por el convocante al Dr. Andrés Leonardo Gómez Velandia 

con facultad expresa para conciliar (f.11-12). 

 
3.3. Hoja de servicios No. 80265683 con fecha de expedición del 8 de agosto de 

2012 correspondiente al IJ ® FABIO VELÁSQUEZ ACOSTA (f.19). 

 
3.4. Copia de la Resolución No. 17454 de 24 de octubre de 2012 por medio de la 

cual se ordenó el reconocimiento y pago de la asignación de retiro al IJ ® FABIO 

VELÁSQUEZ ACOSTA (fols.21-22). 

 

                                                 
2 Folios 15 a 18. 
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3.5. Certificaciones “REPORTE HISTORICO DE BASES Y PARTIDAS – 

TITULAR” años 2020, 2019, 2018, 2017, 2016, 2015, 2014, 2013, 2012 (fols. 23 -

25). 

 
3.6. Petición sin fecha dirigido ante la entidad convocada (fols.15-18). 

 
3.7. Respuesta a la petición elevada por la parte convocante, dada por la Caja de 

Sueldos de Retiro de la Policía Nacional a través de la Jefe de Oficina Asesora 

Jurídica, Oficio 535353 del día 3 de febrero de 2020 (fols.1- 5 PDF denominado 

“FABIO VELAZQUEZ ACOSTA RTA DERECHO DE PETICION”. 

 
3.8. Mediante documento con radicado Nº 20204020436292 el 11 de marzo de 

2020, el convocante realizó el aporte de documentos ante la Agencia Nacional de 

Defensa Jurídica del Estado sobre la solicitud de conciliación (fols. 27). 

 

3.9. Auto No. 298 del día 25 de mayo de 2020 expedido por la Procuraduría 

Sexta Judicial II para Asuntos Administrativos de la ciudad de Bogotá que admite 

solicitud de conciliación (fols. 1-2) PDF denominado “AUTO 298 DE 2020”. 

 
3.10. Poder otorgado por la representante judicial y extrajudicial de la Caja de 

Sueldos de Retiro de la Policía Nacional al Dr. HAROL ANDRÉS RIOS TORRES 

con la respectiva documentación de acreditación (fols. 1-2). PDF denominado 

“PODER HAROL FABIO VELASQUEZ”. 

 
3.11. Acta en la que se expresan las determinaciones tomadas por el Comité de 

Conciliación y Defensa Jurídica de la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía 

Nacional (fols. 1- 4) PDF denominado “CERT-IJ® FABIO VELSQUEZ ACOSTA). 

 
3.12. Liquidación efectuada por la Profesional Grupo Negocios Judiciales (fols. 1 

a 8 del documento 80265883-IJ-PARTIDAS N.E- BTA FABIO VELASQUEZ 

ACOSTA (1)), indicando los siguientes valores: 

 
VALOR TOTAL A PAGAR POR ÍNDICE DE PRECIOS AL CONSUMIDOR 

 
CONCILIACIÓN  

 
Valor de Capital Indexado  

 
5.004.177 

Valor Capital 100% 4.712.219 
Valor Indexación 291.958 
Valor Indexación por el (75%) 218.969 
Valor Capital más (75%) de la Indexación 4.931.188 
Menos descuento CASUR -184.379 
Menos descuento Sanidad -169.733 
VALOR A PAGAR 4.577.076 

 
3.13. Acta de conciliación extrajudicial celebrada ante la Procuraduría Sexta              

Judicial II para Asuntos Administrativos el día 30 de junio de 2020 entre el señor 
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FABIO VELASQUEZ ACOSTA y la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA 

POLICÍA NACIONAL (fols. 29-39). 

 

 
4. ACUERDO CONCILIATORIO DE LAS PARTES. 

 

Dentro de los documentos allegados por la Procuraduría, obra en el plenario acta de 

audiencia conciliación del día 30 de junio de 20203, referido al acuerdo conciliatorio 

entre la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional y el señor FABIO 

VELÁSQUEZ, según la cual, para los efectos pertinentes, se expone: 

 

“(…) Allega igualmente el abogado de CASUR previamente el 
CERTIFICADO DEL COMITÉ DE CONCILIACIÓN DE LA ENTIDAD, EN LA 
QUE SE EXPONE LA DECISION DE CONCILIAR, con la respectiva 
liquidación que finaliza indicando los factores reconocidos, los montos y los 
porcentajes aplicados según los términos del acuerdo, en los siguientes 
términos: 
(…) 
En uso de la palabra el apoderado de CASUR MANIFIESTA: esa es la 
propuesta propiamente. 
Los Documentos allegados por CASUR, Certificado del comité, las 
liquidaciones, partidas y demás, fueron puestos en conocimiento del 
apoderado convocante vía correo electrónico, apoderado, quien por el mismo 
medio-correo, responde y MANIFIESTA: 
Buenos días honorable procuradora, leído y entendido el correspondiente 
documento del comité y aceptado así por mi cliente, manifiesto 
ACEPTACIÓN de lo allí expuesto por la CASUR, muchas Gracias 

 
La Procuradora Judicial considera que el anterior acuerdo contiene 
obligaciones claras, expresas y exigibles, en cuanto al tiempo, modo y lugar 
de su cumplimiento y reúne los siguientes requisitos: (i) el eventual medio de 
control que se ha podido llegar a presentar no ha caducado- prestación 
periódica - (art. 61, Ley 23 de 1991, modificado por el art. 81, Ley 446 de 
1998). (ii) el acuerdo conciliatorio versa sobre sobre conflictos de carácter 
particular y contenido patrimonial disponibles por las partes (art. 59, Ley 23 
de 1991, y 70, Ley 446 de 1998). (iii) Las partes se encuentran debidamente 
representadas y sus representantes tienen capacidad para conciliar. 
(iv) Existen antecedentes jurisprudenciales- que reconocen el reajuste de las 
partidas computables en la asignación de retiro en las partidas computables 
solicitadas y reconocidas en esta ocasión a miembros del Nivel Ejecutivo de 
la Policía. Además obran en el expediente las pruebas necesarias que 
justifican el acuerdo; tales como: 
LA RESOLUCION 17454 del 24 de octubre de 2012 por medio de la cual le 
fue reconocida la asignación de retiro al convocante- 
DERECHO DE PETICION ante CASUR del 18 de noviembre de 2019. 
RESPUESTA AL DERECHO DE PETICION No. 535353 del 03 de febrero 
de 2020 expedido por CASUR; 
FORMATO HOJA DE SERVICIOS, REPORTE HISTORICO DE BASE Y 
PARTIDAS DE LA ASIGNACION DE RETIRO 

                                                 
3 Folios 29 a 39 del expediente digital.  
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certificado del comité de conciliación de casur del 23 de junio de 2020, 
asunto partida nivel ejecutivo acta 28 de junio de 2020 del comité. Anexos 
liquidación indexación partidas computables –realizado por Casur por los 
años 2012 a 2020--- cuadro valor total a pagar por partidas Vl a Pagar a 
FABIO VELASQUEZ ACOSTA 
$4.577.076. 
Resoluciones, posesión y delegación para otorgar mandato en quien 
ostentando el cargo de Jefe de Oficina Asesora Jurídica, para la 
representación del apoderado que asiste a la Diligencia. (…).” 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

1. COMPETENCIA   

 

Es competente este Despacho Judicial para conocer de la aprobación o 

improbación del acuerdo al que llegaron las partes de conformidad con lo 

establecido en los artículos 23 y 24 de la Ley 640 de 2001, que disponen: 

 

“Artículo 23.- Conciliación extrajudicial en materia de lo contencioso 
administrativo. Las conciliaciones extrajudiciales en materia de lo 
contencioso administrativo sólo podrán ser adelantadas ante los Agentes 
del Ministerio Público asignados a esta jurisdicción.” 
 
Artículo 24.- Aprobación judicial de conciliaciones extrajudiciales en 
materia de lo contencioso administrativo. Las actas que contengan 
conciliaciones extrajudiciales en materia de lo contencioso administrativo 
se remitirán a más tardar dentro de los tres (3) días siguientes al de su 
celebración, al Juez o Corporación que fuere competente para conocer 
de la acción judicial respectiva, a efecto de que imparta su aprobación o 
improbación. El auto aprobatorio no será consultable.”  

     

De igual manera, teniendo en cuenta que ésta se celebró ante la Procuraduría 

sexta Judicial II para Asuntos Administrativos en la ciudad de Bogotá, y como se 

está ante una posible demanda que se tramitaría mediante el medio de control de 

nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral de conocimiento de los 

jueces administrativos de Bogotá –Sección Segunda-, la competencia radica en 

este Despacho. 

 

2. LA CONCILIACIÓN PREJUDICIAL. 

 

Lo que se pretende con el trámite de la conciliación prejudicial y la celebración de 

la audiencia respectiva, es propiciar un ambiente en el que se les permita a las 

partes exponer sus argumentos y peticiones con el fin de tratar de arreglar sus 

diferencias y evitar un juicio posterior, sin que esto vulnere su derecho a demandar 

ante la jurisdicción, si así lo creen conveniente para sus intereses.  

 

De conformidad con el artículo 70 de la Ley 446 de 1998, las personas jurídicas de 

derecho público podrán conciliar, total o parcialmente, en las etapas prejudicial o 
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judicial, por medio de sus representantes legales o por conducto de sus 

apoderados. Por lo tanto, los conflictos de carácter particular y contenido 

económico de que conozca o pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo a través de los medios de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho, reparación directa y controversias contractuales, serán conciliables, 

siempre que se cumplan los presupuestos de procedibilidad. 

 

En materia de lo Contencioso Administrativo, las conciliaciones extrajudiciales 

podrán adelantarse ante los Agentes del Ministerio Público asignados a esta 

Jurisdicción, quienes remitirán las actas que contengan el acuerdo logrado por las 

partes, al Juez o Corporación que fuere competente para conocer de la acción 

judicial, con el fin de de que imparta su aprobación o improbación. 

 

El acuerdo conciliatorio logrado por las partes deberá ser improbado por el juez 

cuando no se hubieren presentado las pruebas necesarias que lo sustenten, o el 

mismo resulte violatorio de la ley o lesione el patrimonio público. 

 

3. PRESUPUESTOS PARA LA APROBACIÓN DEL ACUERDO. 

 

El Honorable Consejo de Estado ha señalado que la conciliación se someterá a 

los siguientes supuestos de aprobación4: 

 

a. La debida representación de las personas que concilian. 

b. La capacidad o facultad que tengan los representantes o conciliadores 

para conciliar. 

c. La disponibilidad de los derechos económicos enunciados por las partes. 

d. Que no haya operado la caducidad de la acción. 

e. Que lo reconocido patrimonialmente esté debidamente respaldado en la 

actuación. 

f. Que el acuerdo no resulte abiertamente lesivo para el patrimonio público 

(artículos 73 y 81 de la Ley 446 de 1998).  

 

Véase si el acuerdo al que llegaron las partes cumple con los anteriores requisitos 

para impartir su aprobación:  

 

3.1 Representación de las partes y capacidad para conciliar. 

 

A la luz del artículo 70 de la ley 446 de 1998, podrán conciliar, total o 

parcialmente, en las etapas prejudicial o judicial, las personas jurídicas de derecho 

público, a través de sus representantes legales o por conducto de apoderado y de 

acuerdo con el artículo 54 del Código General del Proceso, éste señala que tienen 

                                                 
4 Ver, entre otras, las providencias radicadas bajo los números: 21.677, 22.557, 23.527, 23.534 y 24.420 de 2003, Sección 
Tercera.  
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capacidad para hacer parte las personas que puedan disponer de sus derechos y 

las demás deberán comparecer por intermedio de sus representantes  o  

debidamente autorizadas por estos.  

 

En el sub-lite, el convocante FABIO VELÁSQUEZ ACOSTA en su calidad de 

INTENDENTE de la Policía Nacional con asignación mensual de retiro, otorgó 

poder al abogado Andrés Leonardo Gómez Velandia facultándolo expresamente 

para conciliar5. 

 

De su parte, la convocada Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional por 

conducto de apoderado debidamente facultado para conciliar, acudió el llamado 

manifestando su ánimo conciliatorio6. 

 

3.2 Que no haya operado la caducidad. 

 

El Despacho advierte que en el presente caso se está controvirtiendo el reajuste 

de una prestación periódica y de tracto sucesivo, por lo tanto, para estos casos no 

hay lugar a aplicar la caducidad de la acción (Numeral 2° artículo 164 de la Ley 

1437 de 2011). 

 

3.3 Regulación sobre la materia objeto de conciliación  
 
El régimen salarial y prestacional previsto para los miembros de la fuerza pública 
en virtud de su especialidad y excepcionalidad (artículos 217 y 218 C.P), se 
encuentra regulado por diferentes normatividades las cuales se hace necesario 
revisar para dar trámite de aprobación o improbación del acuerdo conciliatorio 
presentado.  
 
A través de la Ley 62 de 19937, se confirieron facultades extraordinarias por el 
legislador al Presidente de la República para modificar normas de carrera de la 
Policía Nacional, entidad que estaría integrada por oficiales, personal del nivel 
ejecutivo, suboficiales y agentes. Las facultades extraordinarias fueron otorgadas 
para regular los siguientes aspectos: 

 
ARTÍCULO 7o. De conformidad con el numeral 10 del artículo 150 de la 
Constitución Política de Colombia, revístese al Presidente de la República de 
precisas facultades extraordinarias, hasta por el término de noventa (90) días, 
contados a partir de la promulgación de la presente Ley, para los siguientes 
efectos: 
 

                                                 
5 Folio 11 a 12 del expediente digital 
6 Folios 1 a 2 del documento “ PODER HAROLD FABIO VELASQUEZ (1)”. 
7 “Artículo 35. Facultades extraordinarias. De conformidad con el numeral 10 del artículo 150 de la  Constitución Política, 
revístese al Presidente de la República de precisas facultades extraordinarias, hasta por el término de seis (6) meses 
contados a partir de la promulgación de la presente ley, para los siguientes  efectos: 
 
1. Modificar las normas de carrera del personal de oficiales, suboficiales y agentes de la Policía Nacional en las siguientes 
materias: 
 
a) Jerarquía, clasificación y escalafón. En cuanto a oficiales y suboficiales el Gobierno determinará los niveles jerárquicos, 
la clasificación y los requisitos para acceder a cada uno de ellos (…)”. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr004.html#150
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1. Desarrollar en la Policía Nacional la Carrera Profesional del Nivel 
Ejecutivo a que se refiere el artículo 1o. de la presente Ley, a la cual podrán 
vincularse Suboficiales, Agentes, personal no uniformado y de incorporación 
directa. Esta nueva carrera comprenderá los siguientes aspectos: 
- Asignaciones salariales, primas y prestaciones sociales (…). 
 

En desarrollo de dicha facultad extraordinaria, el Presidente de la República 
expidió el Decreto 132 de 1995, mediante el cual se desarrolló el régimen 
aplicable a los miembros del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, contemplando 
su ingreso, formación, ascensos, sistema de evaluación, traslados, suspensión, 
retiro, reincorporación, así como un régimen de transición para quienes se 
encontraban incorporados a ese nivel al momento de declararse inexequible el 
Decreto Ley 41 de 1994. Sin embargo, al fijar tal régimen el Gobierno no realizó 
ninguna precisión respecto a las asignaciones o pensiones de los miembros del 
nivel ejecutivo. 

 
En tal virtud, el Presidente de la República promulgó el Decreto 1091 de 1995 “Por 
el cual se expide el Régimen de Asignaciones y Prestaciones para el personal del 
Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, creado mediante Decreto 132 de 1995”, que 
en cuanto a la forma de pago y liquidación de las primas de servicio, navidad, 
vacaciones y subsidio de alimentación que disponen los artículos 4, 5, 11, 12 y 49 
señaló: 
 

“Artículo 4º. Prima de servicio. El personal del nivel ejecutivo de la Policía 
Nacional en servicio activo, tendrá derecho al pago de una prima de servicio 
equivalente a quince (15) días de remuneración, que se pagará en los primeros 
quince (15) días del mes de julio de cada año, conforme a los factores 
establecidos en el artículo 13 de este decreto.  
  
Artículo 5º. Prima de navidad. El personal del nivel ejecutivo de la Policía 
Nacional en servicio activo, tendrá derecho al pago anual de una prima de 
navidad equivalente a un mes de salario que corresponda al grado, a treinta (30) 
de noviembre y se pagará dentro de los primeros quince (15) días del mes de 
diciembre de cada año, conforme a los factores establecidos en el artículo 13 de 
este decreto.  
   
Artículo 11. Prima de vacaciones. El personal del nivel ejecutivo de la Policía 
Nacional en servicio activo, tendrá derecho al pago de una prima de vacaciones 
por cada año de servicio equivalente a quince (15) días de remuneración, 
conforme a los factores que se señalan en el artículo 13 de este Decreto.  
   
Artículo 12. Subsidio de alimentación. El personal del nivel ejecutivo de la 
Policía Nacional en servicio activo, tendrá derecho a un subsidio mensual de 
alimentación, en la cuantía que en todo tiempo determine el Gobierno Nacional.  
   
Artículo 49. Bases de liquidación. A partir de la vigencia del presente decreto, 
al personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, que sea retirado del 
servicio activo, se le liquidará las prestaciones sociales unitarias y 
periódicas sobre las siguientes partidas. 
a) Sueldo básico; 
b) Prima de retorno a la experiencia; 
c) Subsidio de Alimentación; 
d) Una duodécima parte (1/12) de la prima de navidad; 
e) Una duodécima parte (1/12) de la prima de servicio; 

f) Una duodécima parte (1/12) de la prima de vacaciones; (…)” 
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En el año 2004, el Legislador expidió la Ley marco 923, destinada exclusivamente 
a señalar los objetivos y criterios que debía seguir el Ejecutivo al momento de fijar 
el régimen pensional y de asignación de retiro de la Fuerza Pública, dentro de los 
que se encuentran los siguientes: 

 
“(…) 
Artículo 2°. Objetivos y criterios. Para la fijación del régimen pensional y de 
asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública, el Gobierno Nacional 
tendrá en cuenta además de los principios de eficiencia, universalidad, igualdad, 
equidad, responsabilidad financiera, intangibilidad y solidaridad los siguientes 
objetivos y criterios: 
 (…) 
 
3.3. Las partidas para liquidar la asignación de retiro serán las mismas sobre las 
cuales se fije el aporte a cargo de los miembros de la Fuerza Pública (…)” 
 

Posteriormente, el Gobierno Nacional, en desarrollo de lo dispuesto en la 
reseñada Ley marco 923 de 2004, expidió el Decreto 4433 del 31 de diciembre de 
2004 “Por medio del cual se fija el régimen pensional y de asignación de retiro de 
los miembros de la Fuerza Pública”, que en su artículo 23 estableció: 
 
 “(…) Artículo 23. Partidas computables. La asignación de retiro, la pensión de 
invalidez, y la pensión de sobrevivencia a las que se refiere el presente decreto del 
personal de la Policía Nacional, se liquidarán según corresponda en cada caso, 
sobre las siguientes partidas así: 

(…) 
23.2 Miembros del Nivel Ejecutivo 
23.2.1 Sueldo básico. 
23.2.2 Prima de retorno a la experiencia. 
23.2.3 Subsidio de alimentación. 
23.2.4 Duodécima parte de la prima de servicio. 
23.2.5 Duodécima parte de la prima de vacaciones. 
23.2.6 Duodécima parte de la prima de navidad devengada, liquidada con los 
últimos haberes percibidos a la fecha fiscal de retiro. 
Parágrafo. En adición a las partidas específicamente señaladas en este artículo, 
ninguna de las demás primas, subsidios, bonificaciones, auxilios y 
compensaciones, serán computables para efectos de la asignación de retiro, las 
pensiones, y las sustituciones pensionales. (…)” 

 
Igualmente, sobre la asignación de retiro de los miembros del Nivel Ejecutivo de la 
Policía Nacional, el Decreto 1858 de 2012 establece las partidas computables 
para su liquidación, que han sido contempladas en el Decreto 4433 de 2004, y que 
dispone que esta prestación se liquidará tomando en cuenta las variaciones que 
en todo tiempo se introduzcan a las asignaciones en actividad, según el principio 
de oscilación, reiterando las disposiciones del Decreto 1091 de 1995.  
 
De conformidad con el marco jurídico antes señalado, y en consideración a los 
medios de prueba aportados al expediente, el Despacho concluye que al señor  
Fabio Velásquez Acosta, le asiste el derecho conciliado, por cuanto se le 
reconoció asignación de retiro mediante Resolución Nro. 17454 de 24 de octubre 
de 2012, efectiva a partir del 17 de octubre de 2012. Desde el año 2013, 
únicamente la asignación básica y la prima de retorno a la experiencia, fueron 
incrementadas con fundamento en el principio de oscilación, conforme los 
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decretos anuales expedidos por el Gobierno Nacional, y las demás partidas, 
correspondientes al subsidio de alimentación y las doceavas partes de la prima de 
navidad, de la prima de servicios y de la prima de vacaciones, permanecieron 
estáticas hasta el 2018 y fueron incrementadas desde el 2019, como se evidencia 
en la siguiente tabla: 
  

Partidas Valor año 2013 Valor año 2018 Valor año 2019 

Sueldo básico $ 1.959.462.00 $ 2.552.282.00 $ 2.667.135.00 

Prima de retorno 
experiencia 

$ 137.162.34 $ 178.659.74 $ 186.699.45 

Prima de navidad $ 218.659.00 $218.659.00  $ 228.498.66 

Prima de servicios $ 86.210.00 $ 86.210.00 $ 90.089.45 

Prima de vacaciones $ 89.802.00 $ 89.802.00 $ 93.843.09 

Subsidio de 
alimentación 

$ 42.144.00 $ 42.144.00 $ 44.040.48 

 
 
Por consiguiente, a la parte convocante le asiste derecho a que el subsidio de 
alimentación y las doceavas partes de la prima de navidad, de la prima de 
servicios y de la prima de vacaciones, partidas computables en su asignación de 
retiro sean reajustadas con el principio de oscilación desde el año 2013 en que se 
presenta diferencia. 
 
Frente al pago de las diferencias que resulten a favor del convocante, por el 
incremento del valor de las partidas computables de la asignación de retiro, operó 
el fenómeno prescriptivo, razón por la cual únicamente procede el pago de las 
diferencias causadas a favor de FABIO VELÁSQUEZ ACOSTA, a partir del 18 de 
noviembre de 2016 teniendo en cuenta que la solicitud se presentó el 18 de 
noviembre de 2019, tal y como quedó planteado en el acuerdo conciliatorio 
suscrito por las partes. 
 
Además de los aspectos atrás analizados, el Juzgado encuentra que el Acta de la 
referida Conciliación, plasma de manera completa, cada uno de los términos en 
que ésta se realizó, e indica claramente cuáles son los extremos sujetos a la 
obligación, las sumas de dinero, su concepto y el término dentro del cual 
cancelará dichos valores, dando así cumplimiento a las exigencias establecidas en 
el artículo 34 de la Ley 23 de 1991, en cuanto al acta de conciliación se refiere. 
 
Igualmente, se encuentra demostrado que el Acuerdo Conciliatorio se fundó en un 
objeto y causa lícitos, sin vicios en el consentimiento de las partes conciliantes y 
sin que se lesionen los intereses del Estado, o afecte el erario, en lo que fue 
materia de conciliación, pues se trata de los derechos laborales de que son 
titulares los funcionarios públicos, para lo cual debe existir una destinación 
presupuestal, máxime si previamente se encontraban reconocidos por la misma 
entidad nominadora. 
 
En conclusión, el Despacho considera que la fórmula de arreglo planteada por la 
entidad accionada y aceptada por la parte actora, cumple las exigencias previstas 
en la ley, por lo tanto conforme a lo previsto en el artículo 73 de la Ley 446 de 
1998 que modificó el artículo 65A de la Ley 23 de 1991, aprobará el Acta de 
Conciliación Prejudicial suscrita el día 30 de junio de 2020, entre el señor FABIO 
VELÁSQUEZ ACOSTA  y la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 
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NACIONAL –CASUR-, a través de sus apoderados debidamente acreditados, y 
ante la Procuradora sexta Judicial II en Asuntos Administrativos. 
 

Por lo anterior, el Juzgado Catorce (14) Administrativo de Oralidad de Bogotá,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: APROBAR el acuerdo conciliatorio extrajudicial suscrito el día 30 de 

junio de 2020 entre el convocante FABIO VELÁSQUEZ ACOSTA y la convocada 

CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL, celebrado ante la 

Procuraduría sexta Judicial II para Asuntos Administrativos de Bogotá, en los 

términos y condiciones allí acordados, por las razones expuestas en la parte 

motiva. 

 

SEGUNDO: ADVERTIR que la presente conciliación hace tránsito a cosa juzgada y 

presta mérito ejecutivo. 

 

TERCERO: En firme esta providencia, EXPEDIR a la parte convocante y a su 

costa la copia auténtica del mismo con constancia de ejecutoria en los términos 

del artículo 114 del Código General del Proceso. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 
 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 26 DE OCTUBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  
 

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO 

DVT 
 

Firmado Por: 
 

JAVIER LEONARDO ORJUELA ECHANDIA  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 014 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA. 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 
Código de verificación: 5971108c3657d8f41fe2bcfc347905f798dd76e6531b2e9f2d5ab01a410ff6f5 

Documento generado en 23/10/2020 02:31:10 a.m. 
 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 

 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá, D.C., veintitrés (23) de octubre de dos mil veinte (2020). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Jorge Enrique Bautista López 
Demandado: Instituto Colombiano para la Evaluación de la Educación - ICFES1 
Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00325-00                     
            
Encontrándose el proceso al Despacho para estudio de admisión, se dispone a través 
de Secretaría REQUERIR a través de mensaje de datos y sin necesidad de oficios al 
(i) INSTITUTO COLOMBIANO PARA LA EVALUACIÓN DE LA EDUCACIÓN – 
ICFES y al (ii) MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL para que aporten la 
totalidad de documentos con sus respectivas constancias de comunicación, 
publicación, notificación o ejecución de los siguientes actos administrativos: 

  
1.1. Acto administrativo contenido en el Reporte de Resultados Docente 
del 26 de agosto de 2019 mediante el cual se registró la calificación del 
docente Jorge Enrique Bautista López identificado con la cédula de ciudadanía 
No. 19’383.831 de Bogotá dentro del proceso de Evaluación de Carácter 
Diagnóstico Formativo (ECDF). 
 
1.2. Acto administrativo contenido en el oficio (sin número de radicación) 
del 06 de noviembre de 2019 por medio de la cual se resolvió reclamación 
presentada por el señor Jorge Enrique Bautista López y se confirmó el Reporte 
de Resultados Docente del 26 de agosto de 2010 dentro del proceso de 
Evaluación de Carácter Diagnóstico Formativo (ECDF).. 

 
Además de lo anterior, se observa que el apoderado de la PARTE DEMANDANTE 
de manera previa solicitó documentación relacionada por medio de correo electrónico 
del 03 de junio de 2020 ante el MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL enviado 
a la dirección atencionalciudadano@mineducacion.gov.co de acuerdo con las 
documentales que obran en las hojas 77 y 78 del PDF “Anexos”. 
 
TÉRMINO IMPRORROGABLE para dar contestación de cinco (05) días contados 
a partir de la comunicación del oficio que se libre. 
 
ORDENAR a la PARTE DEMANDANTE colaborar con el trámite del respectivo 
oficio e informar sobre su trámite, de conformidad con lo dispuesto en el inciso final 
del artículo 103 de la Ley 1437 de 2011 y el numeral 8° del artículo 78 del Código 
General del Proceso. 
 
La información en respuesta a lo solicitado podrá ser enviada de manera expedita 
al correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, indicando en el 
correo electrónico el número de radicado del proceso (23 dígitos), el juzgado y las 
partes. 
 

                                                 
1 Recuperado de: https://www.icfes.gov.co/web/guest/funciones-icfes 

mailto:atencionalciudadano@mineducacion.gov.co
mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
https://www.icfes.gov.co/web/guest/funciones-icfes
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Así mismo, se solicita a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales2 a 
su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 
continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos 
PCSJA20-115673 y PCSJA20-115814, expedidos por la Presidencia del Consejo 
Superior de la Judicatura.  
 
Allegada la prueba documental solicitada INGRESAR el expediente de inmediato al 
Despacho para lo que corresponda. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 

 
 

 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 26 DE OCTUBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  
 

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO 

 
DHC 

 
 

Firmado Por: 
 

JAVIER LEONARDO ORJUELA ECHANDIA  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 014 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA. 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 
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Documento generado en 23/10/2020 02:30:55 a.m. 
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2 La gestión podrá realizarse a través de medios digitales mediante mensaje de datos al correo electrónico de la entidad o 
autoridad requerida según lo establecido en el artículo 2º del Decreto 806 de 2020, el cual dispone: “Artículo 2. Uso de las 
tecnologías de la información y las comunicaciones. Se deberán utilizar las tecnologías de la información y de las 
comunicaciones en la gestión y trámite de los procesos judiciales y asuntos en curso, con el fin de facilitar y agilizar el acceso 
a la justicia, como también proteger a los servidores judiciales, como a los usuarios de este servicio público.  
3 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
4 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 



 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 
Bogotá, D.C., veintitrés (23) de octubre de dos mil veinte (2020). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Diego Fernando Montaña Fandiño 
Demandado: Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional 
Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00247-00                     
            
Revisado el escrito de demanda en el presente asunto, de conformidad con lo previsto en 
los capítulos I, II y III del título V de la Ley 1437 de 2011, el Despacho procederá a ADMITIR 

la presente demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presentada por DIEGO 
FERNANDO MONTAÑA FANDIÑO a través de apoderado, contra la NACIÓN – 
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL, y conforme a lo dispuesto en los artículos 138 y 
155 numeral 2° de la Ley 1437 de 2011, tramítese por el procedimiento ordinario en primera 
instancia. 
 
Por consiguiente, al tenor de lo establecido en el artículo 171 de la citada Ley 1437 de 2011, 
se dispone: 
 
1. Notificar el presente auto en forma personal al MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL y 
al COMANDANTE GENERAL DEL EJÉRCITO NACIONAL, de conformidad con los 
artículos 197, 198 y el artículo 199 de la ley 1437 de 2011, el cual fue modificado por el 
artículo 612 de la ley 1564 de 2012. 
 
2. Notificar por estado la presente providencia a la parte demandante1, según el numeral 1° 
del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011. 
 

Debe advertirse que el numeral 5° del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011 señala que la 
demanda debe contener la petición de las pruebas que el demandante pretende hacer valer, 
aportando todas las documentales que se encuentre en su poder en los términos 
correspondientes a las oportunidades probatorias contenidas en el artículo 212 ibídem. 
 

3. Notificar el presente proveído al (la) señor(a) Agente del Ministerio Público Delegado(a) 
para este Despacho, conforme lo dispone el artículo 171, 198 numeral 3° y 199 de la Ley 
1437 de 2011, modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 de 2012. 
 

4. Notificar el presente auto de manera personal al Director Nacional de la Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado, conforme lo establece el artículo 199 de la Ley 1437 de 
2011, modificado por el artículo 612 del C.G.P., a su vez modificado por el artículo 3° del 
Decreto 1365 de 20132. 
 
5. Ordenar a la parte actora cancelar treinta mil pesos ($30.000) como gastos ordinarios del 
proceso, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 4° del artículo 171 de  la Ley 1437 
de 2011, suma que será consignada en la Cuenta de Corriente Única Nacional Nro. 3-082-
00-00636-6 del Banco Agrario de Colombia “CSJ-DERECHOS, ARANCELES, 
EMOLUMENTOS Y COSTOS –CUN”3, dentro de los tres (03) días siguientes a la ejecutoria 
del presente auto. 
 
6. Correr traslado de la demanda de conformidad con lo previsto en el artículo 172 del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, a la PARTE 
DEMANDADA y al MINISTERIO PÚBLICO, por el término común de treinta (30) días, que 
de acuerdo a lo establecido en el artículo 199 del CPACA, modificado por el artículo 612 
del Código General del Proceso, comenzará a correr veinticinco (25) días después de 

                                                 
1 patriciaromeroabogada@hotmail.com 
2 “Por el cual se reglamentan algunas disposiciones de la Ley 1564 de 2012, relativas al Agencia Nacional de Defensa Jurídica 
del Estado”. 
3 Consejo Superior de la Judicatura. Dirección Ejecutiva de Administración Judicial. Circular DEAJC19-43 del 11 de junio de 
2019. 

mailto:patriciaromeroabogada@hotmail.com
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realizada la última notificación, para que contesten la demanda, y a las personas de derecho 
privado si es del caso, de acuerdo con la notificación señalada en el artículo 200 de la Ley 
1437 de 2011. 
 
Debe advertirse que la Ley 1437 de 2011, en el artículo 175 Parágrafo 1°, estableció para 
la entidad demandada el deber de allegar el correspondiente “expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentre en su 
poder”, el cual deberá remitirse durante el término dispuesto para dar respuesta a la 
demanda, so pena de incurrir en falta disciplinaria. 
 
8. RECONOCER personería para actuar en calidad de apoderada judicial de la parte 
demandante a la doctora HELIA PATRICIA ROMERO RUBIANO4, en los términos y para 
los fines del poder conferido visto en hojas 01 y 02 del PDF “Anexos”. 
 

9. SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a su alcance para 
el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar continuidad al presente 
trámite ordinario, conforme a lo señalado en los acuerdos PCSJA20-11567 y PCSJA20-
11581, expedidos por la Presidencia del Consejo Superior de la Judicatura. Las 
documentales deberán ser enviadas de manera electrónica al siguiente correo electrónico 
de la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos de Bogotá: 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C.  

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 26 DE OCTUBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO 

DHC 
 

Firmado Por: 
 

JAVIER LEONARDO ORJUELA ECHANDIA  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 014 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA. 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 
Código de verificación: 4008e5f95e1a5b906a71113844a031d0f1af6ba2968cfb3a23f1c303c9e4cb42 

Documento generado en 23/10/2020 02:30:56 a.m. 
 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 

                                                 
4 Una vez consultado el Sistema Web de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y según el certificado 
digital de antecedentes disciplinarios de abogados N° 695043, a la fecha no registra sanciones en su contra. 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 
Bogotá, D.C., (23) de octubre de dos mil veinte (2020). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Carmelia Guisa Arriaga 

Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 
Prestaciones del Magisterio   

Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00267-00                     

                      
Encontrándose el expediente de la referencia al Despacho, se estableció que la corporación 
judicial competente para dirimir la controversia es el Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca – Sección Segunda, toda vez que los Juzgados Administrativos, en los 
términos del artículo 155  numeral 2° de la Ley 1437 de 2011, conocen de los procesos de 
nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral cuya cuantía no excede 50 
salarios mínimos legales mensuales vigentes, razón por la cual se ordenará la remisión del 
expediente, previas las siguientes  
 

CONSIDERACIONES 
 
1. En relación con la competencia por razón de la cuantía, el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, en su artículo 155 numeral 2° indica: 
 

“Art. 155. Competencia de los jueces administrativos en primera 
instancia. Los jueces administrativos conocerán en primera instancia de 
los siguientes asuntos: 
2.  De los de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter 
laboral, que no provengan de un contrato de trabajo, en los cuales se 
controviertan actos administrativos de cualquier autoridad, cuando la 
cuantía no exceda de cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes”. 

 
A su turno el artículo 157 ibídem dispone: 
 

“Artículo 157. Competencia por razón de la cuantía. Para efectos de 
competencia, cuando sea del caso, la cuantía se determinará por el valor de 
la multa impuesta o de los perjuicios causados, según la estimación razonada 
hecha por el actor en la demanda, sin que en ello pueda considerarse la 
estimación de los perjuicios morales, salvo que estos últimos sean los únicos 
que se reclamen. En asuntos de carácter tributario, la cuantía se establecerá 
por el valor de la suma discutida por concepto de impuestos, tasas, 
contribuciones y sanciones. 
 
(…) 
 
La cuantía se determinará por el valor de las pretensiones al tiempo de 
la demanda, sin tomar en cuenta los frutos, intereses, multas o perjuicios 
reclamados como accesorios, que se causen con posterioridad a la 
presentación de aquella. 
 
Cuando se reclame el pago de prestaciones periódicas de término indefinido, 

como pensiones, la cuantía se determinará por el valor de lo que se pretenda 

por tal concepto desde cuando se causaron y hasta la presentación de la 

demanda, sin pasar de tres (3) años.” (Resalta el Despacho). 
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El Consejo de Estado en providencia de 28 de enero de 20161, refiriéndose a la cuantía 
como presupuesto procesal para determinar la competencia funcional del juez dijo “en el 
medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, hay dos formas de tasar la 
cuantía de acuerdo a un límite temporal: (i) hasta la presentación de la demanda y (ii) sin 
pasar de tres años contados desde su causación. Vale destacar que esta última regla está 
reservada para las prestaciones periódicas de término indefinido”. 
 
En ese orden de ideas, como quiera que se está frente a un asunto que versa sobre el pago 
de la sanción moratoria por el no pago oportuno de las cesantías definitivas, la regla a 
aplicar es la determinada en el inciso 4° del artículo 157, es decir, por el valor de los días 
de mora que se causaron al superar el término legal para el no pago oportuno de las 
cesantías. 

 
Así pues, la discriminación razonada de la cuantía hecha por la demandante da cuenta que 
el valor reclamado es de $53.877.802, suma que corresponde a cada día de salario por 
cada día de retraso y que según lo indicado por el actor corresponde a 513 días, cómputo 
que fue expuesto en la estimación razonada de la cuantía (f.15).  

 
El salario mínimo mensual vigente para el año 2020 es de $ 877.803, por lo que la suma de 
dinero hasta la cual son competentes los juzgados administrativos para conocer de asuntos 
de carácter laboral es de 43.890.150 pesos.    
 
Por consiguiente, el Juzgado en virtud del numeral 2° del artículo 155 e inciso 4° del artículo 
157 de la Ley 1437 de 2011 y la providencia del Consejo de Estado con radicado interno 
1387-2013 del día 28 de enero de 2016, ordenará remitir el expediente al Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca, para lo de su competencia a la luz de lo establecido en el 
artículo 168 de la Ley ibídem.  
 

R E S U E L V E 
 

PRIMERO: DECLARAR la falta de competencia por razón de cuantía, atendiendo las 
consideraciones expuestas en la parte motiva de este auto. 
 
SEGUNDO: REMITIR por competencia el expediente de la referencia a la Sección 
Segunda del Tribunal Administrativo de Cundinamarca (reparto), para lo de su cargo.  
 
TERCERO: En firme el presente auto, por Secretaría DEJAR las constancias respectivas 
y cumplir a la mayor brevedad con lo aquí resuelto. 
          
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

DVT 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 26 DE OCTUBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  

_________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO 

                                                 
1 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda, Subsección “B”. Consejero Ponente: Dr. 
Carmelo Perdomo Cuéter. Expediente Radicado No. 11001-33-335-025-2013-00117-01 (1387-2013). Providencia del día 28 
de enero de 2016. 
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Firmado Por: 

 
JAVIER LEONARDO ORJUELA ECHANDIA  

JUEZ CIRCUITO 
JUZGADO 014 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-

CUNDINAMARCA. 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena 
validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto 

reglamentario 2364/12 
 

Código de verificación: 
db99ed590f85d0ef770ced560c9442f4ce96323419aa5e51ad9a31d6b2

5cf546 
Documento generado en 23/10/2020 02:30:57 a.m. 

 
Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 

 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 
Bogotá, D.C., veintitrés (23) de octubre de dos mil veinte (2020). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Justino Cuero Rengifo 
Demandado: Nación - Fiscalía General de la Nación 
Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00268-00                     
            
Encontrándose el proceso del epígrafe para decidir sobre su admisión, advierte este 
funcionario que los jueces administrativos se encuentran incursos en la causal de 
impedimento dispuesta en el numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, 
pues eventualmente nos asiste interés indirecto en el resultado del asunto citado en la 
referencia, como pasa a explicarse: 
 
Pretende la parte demandante, entre otras peticiones: “CUARTA: Que como consecuencia 
de la declaración de nulidad de los anteriores actos administrativos y a título de 
restablecimiento del derecho, ordénese a la Fiscalía General de la Nación, reconocer que 
la bonificación judicial que percibe mi mandante es constitutiva de factor salarial para 
liquidar todas las prestaciones sociales devengadas y las que se causen a futuro, y en 
consecuencia pague a mi mandante el producto de la reliquidación de todas sus 
prestaciones sociales debidamente indexadas, a partir del 1 de enero del año 2013 hasta 
que se haga efectivo el reconocimiento del pago.” 1 
 
De acuerdo con la anterior pretensión, el despacho trae el artículo 1º del Decreto 0382 de 
2013 el cual desarrolla las normas generales señaladas en la Ley 4 de 1992: 
 

 “ARTÍCULO  1. Creáse (sic) para los servidores de la Fiscalía General de la 
Nación a quienes se aplica el régimen salarial y prestacional establecido en el 
Decreto 53 de 1993, y que vienen rigiéndose por el decreto 875 de 2012 y por 
las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la 
cual se reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para 
la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General 
de Seguridad Social en Salud.  La bonificación judicial se reconocerá a partir 
del 1º de enero de 2013, se percibirá mensualmente, mientras el servidor 
público permanezca en el servicio y corresponde para cada año, al valor que 
se fija en la siguiente tabla: (…)” 
 

Ahora bien, el Consejo de Estado a través de decisión del 07 de febrero de 2019 dentro del 
proceso con radicado No. 11001-03-25-000-2017-00393-00(63081), en sala plena de la 
Sección Tercera con ponencia del Consejero JAIME ENRIQUE RODRÍGUEZ NAVAS y con 
sustento en decisión previa del 20 de septiembre de 2018 donde se resolvió sobre 
impedimento relacionado con la pretensión de inconstitucionalidad y otorgamiento de 
carácter de factor salarial a la bonificación reconocida a funcionarios y empleados de la 
Rama Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, decidió: 
 

“Los magistrados que integran la Sección Segunda de esta Corporación 
manifestaron su impedimento para conocer del presente asunto el veinte (20) 
de septiembre de dos mil (2018), de conformidad con lo dispuesto en el numeral 
1º del artículo 141 del Código General del Proceso (CGP), aplicable por 
remisión expresa del artículo 130 del Código de Procedimiento Administrativo 
y de lo Contencioso Administrativo (CPACA)2. 
 

                                                 
1 PDF DEMANDA Y ANEXOS. Hojas 01 y 02. Ver pretensiones demanda. 
2 “Los magistrados y jueces deberán declararse impedidos, o serán recusables, en los casos señalados en el artículo 150 del 
Código de Procedimiento Civil (…)”. 
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Como sustento de lo anterior, señalaron tener un interés indirecto en la 
actuación contenciosa, al considerar que: 
 

“[…] En ese orden de ideas, la totalidad del colectivo de magistrados 
integrantes de la sección segunda de esta Corporación está incursa en 
causal de impedimento frente al medio de control incoado por la 
demandante contra la Nación – Fiscalía General de la Nación y otros, 
dado que, por un lado, nos asiste interés indirecto en las resultas del 
proceso, por cuanto de prosperar las pretensiones de la demanda se 
favorecerían no solo los empleados que prestan sus servicios en el 
despacho a cargo de quienes integran esta sección segunda, sino de toda 
la Corporación; y por el otro, las prestaciones reconocidas en los demás 
decretos demandados, si bien son en favor de servidores de la Fiscalía 
General de la Nación, la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y 
las direcciones seccionales de la Rama Judicial presentan el mismo 
fundamento jurídico, que no es otro que la Ley 4a de 1992, por lo que al 
efectuar cualquier pronunciamiento sobre esta, eventualmente podrá 
incidir de manera favorable y, de manera indirecta, en los empleados 
destacados ante cada despacho, como se dejó anotado”. 

 
(…) 
 
En el sub lite, los magistrados de la Sección Segunda del Consejo de Estado 
manifestaron que actualmente tienen un interés indirecto en el presente 
proceso, ya que los artículos de los decretos demandados consagran preceptos 
salariales a los que son beneficiarios, tal como lo es, la bonificación judicial 
creada en la normatividad demandada en desarrollo del artículo 14 de la Ley 4a 
de 1992. Por tal motivo, la Sala considera que, acorde con el precepto legal, la 
manifestación de impedimento de los mencionados magistrados y la situación 
fáctica planteada dejan abierta la posibilidad de que su objetividad se altere por 
las razones que ellos exponen. 
 
En efecto, el estudio de las pretensiones de nulidad por inconstitucionalidad 
implicaría adelantar un análisis del carácter salarial de la bonificación judicial 
con el fin de nivelar salarialmente a los funcionarios y empleados de la Rama 
Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, previsto en la Ley 4a de 1992, 
hace que los Magistrados tengan un interés indirecto en el presente asunto, en 
razón a que por años han sido beneficiarios de dicha bonificación.  
 
Conforme a lo anterior, le correspondería en principio a esta Sección avocar el 
conocimiento del proceso de conformidad con lo establecido en el numeral 4 
del artículo 131 la Ley 1437 de 2011, sin embargo, observa la Sala que también 
se encuentra impedida para conocer del presente asunto al tenor de la causal 
contemplada en el numeral 1º del artículo 141 del CGP, toda vez que la 
situación fáctica planteada por la Sección Segunda también resulta aplicable 
respecto de los magistrados que integran esta Sección, así como del resto de 
consejeros que hacen parte de la Corporación.  

 
Así pues, de acuerdo con la anterior normatividad y reseña jurisprudencial, ante una 
eventual prosperidad de las súplicas de la demanda, indudablemente se abre la posibilidad 
de obtener a favor de los Jueces de la República el reconocimiento de la bonificación judicial 
como remuneración con carácter salarial y con las demás prestaciones que ello implica, 
teniendo en cuenta que el estudio de las pretensiones de nulidad por inconstitucionalidad y 
del carácter salarial que pueda o no dársele a la bonificación judicial reconocida a los 
funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, 
converge en el despliegue normativo de la Ley 4a de 1992, lo cual necesariamente implica 
que esta instancia judicial se abstenga de avocar el conocimiento del proceso. 
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En tal virtud, y a pesar de haberse tramitado con anterioridad en este despacho casos 
similares de acuerdo con los pronunciamientos del Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca que no declaraban fundados los impedimentos de los jueces de esta 
sección, acogiendo el citado precedente del Consejo de Estado, manifiesto impedimento 
para conocer del presente proceso y de igual manera, considero que los jueces 
administrativos también se encuentran inmersos en la causal de impedimento3, por lo que, 
para el trámite de éste se dispone remitir las diligencias al Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca, para lo de su cargo4. 
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: DECLARAR EL IMPEDIMENTO antes manifestado, conforme a las razones 
expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: REMITIR el expediente al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para lo de 
su cargo. 
 
TERCERO: COMUNICAR la presente manifestación de impedimento al interesado. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 26 DE OCTUBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  
 

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO 

DHC 
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3 Numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa del artículo 130 de la ley 1437 
de 2011, “Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de 
consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o indirecto en el proceso”. 
4 Numeral 2° del artículo 131 de la ley 1437 de 2011, “Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima que 
comprende a todos los jueces administrativos, pasará el expediente al superior expresando los hechos en que se fundamenta. 
De aceptarse el impedimento, el tribunal designará conjuez para el conocimiento del asunto”. 



 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 
Bogotá, D.C., veintitrés (23) de octubre de dos mil veinte (2020). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Andrea Johanna Rubiano Rozo 
Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio 
Vinculado: Bogotá Distrito Capital – Secretaría de Educación Distrital 
Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00305-00                     
            
Revisado el escrito de demanda en el presente asunto, de conformidad con lo previsto en 
los capítulos I, II y III del título V de la Ley 1437 de 2011, el Despacho procederá a ADMITIR 

la presente demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presentada por 
ANDREA JOHANNA RUBIANO ROZO, a través de apoderado, contra la NACIÓN – 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO, y conforme a lo dispuesto en los artículos 138 y 155 
numeral 2° de la Ley 1437 de 2011, tramítese por el procedimiento ordinario en primera 
instancia. 
 
Por consiguiente, al tenor de lo establecido en el artículo 171 de la citada Ley 1437 de 2011, 
se dispone: 
 
1. Notificar el presente auto en forma personal a la MINISTRA DE EDUCACIÓN 
NACIONAL, de conformidad con los artículos 197, 198 y el artículo 199 de la ley 1437 de 
2011, el cual fue modificado por el artículo 612 de la ley 1564 de 2012. 
 
2. Vincular al proceso a BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL - SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 
DISTRITAL de conformidad con numeral 3° del artículo 171 la Ley 1437 de 2011, por tener 
interés directo en el resultado del proceso al haber expedido los actos administrativos 
relacionados con el medio de control incoado. 
 
3. Notificar el presente auto en forma personal al ALCALDE MAYOR DE BOGOTÁ y al 
SECRETARIO DE EDUCACIÓN DISTRITAL, de conformidad con los artículos 197, 198 y 
el artículo 199 de la ley 1437 de 2011, el cual fue modificado por el artículo 612 de la ley 
1564 de 2012. 
 
4. Notificar por estado la presente providencia a la parte demandante, según el numeral 1° 
del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011. 
 
Debe advertirse que el numeral 5° del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011 señala que la 
demanda debe contener la petición de las pruebas que el demandante pretende hacer valer, 
aportando todas las documentales que se encuentre en su poder en los términos 
correspondientes a las oportunidades probatorias contenidas en el artículo 212 ibídem. 
 

5. Notificar el presente proveído al (la) señor(a) Agente del Ministerio Público Delegado(a) 
para este Despacho, conforme lo dispone el artículo 171, 198 numeral 3° y 199 de la Ley 
1437 de 2011, modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 de 2012. 
 

6. Notificar el presente auto de manera personal al Director Nacional de la Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado, conforme lo establece el artículo 199 de la Ley 1437 de 
2011, modificado por el artículo 612 del C.G.P., a su vez modificado por el artículo 3° del 
Decreto 1365 de 20131. 

                                                 
1 “Por el cual se reglamentan algunas disposiciones de la Ley 1564 de 2012, relativas al Agencia Nacional de Defensa Jurídica 
del Estado”. 
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7. Ordenar a la parte actora cancelar treinta mil pesos ($30.000) como gastos ordinarios del 
proceso, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 4° del artículo 171 de  la Ley 1437 
de 2011, suma que será consignada en la Cuenta de Corriente Única Nacional Nro. 3-082-
00-00636-6 del Banco Agrario de Colombia “CSJ-DERECHOS, ARANCELES, 
EMOLUMENTOS Y COSTOS –CUN”2, dentro de los tres (03) días siguientes a la ejecutoria 
del presente auto. 
 
8. Correr traslado de la demanda de conformidad con lo previsto en el artículo 172 del del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, a la PARTE 
DEMANDADA y al MINISTERIO PÚBLICO, por el término común de treinta (30) días, que 
de acuerdo a lo establecido en el artículo 199 del CPACA, modificado por el artículo 612 
del Código General del Proceso, comenzará a correr veinticinco (25) días después de 
realizada la última notificación, para que contesten la demanda, y a las personas de derecho 
privado si es del caso, de acuerdo con la notificación señalada en el artículo 200 de la Ley 
1437 de 2011. 
 
Debe advertirse que la Ley 1437 de 2011, en el artículo 175 Parágrafo 1°, estableció para 
la entidad demandada el deber de allegar el correspondiente “expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentre en su 
poder”, el cual deberá remitirse durante el término dispuesto para dar respuesta a la 
demanda, so pena de incurrir en falta disciplinaria. 
 
9. RECONOCER personería para actuar en calidad de apoderado judicial3 de la parte 
demandante al doctor JULIÁN ANDRÉS GIRALDO MONTOYA4, en los términos y para los 
fines del poder conferido visto a folios 18 y 19 del PDF “Demanda y anexos”. 
 
10. SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a su alcance para 
el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar continuidad al presente 
trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos PCSJA20-115675 y PCSJA20-
115816, expedidos por la Presidencia del Consejo Superior de la Judicatura. Los 
documentos deberán ser enviados de manera digital al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.                          
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 DHC 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 26 DE OCTUBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  

__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO 
 

                                                 
2 Consejo Superior de la Judicatura. Dirección Ejecutiva de Administración Judicial. Circular DEAJC19-43 del 11 de junio de 
2019. 
3 notificacionesbogota@giraldoabogados.com.co  
4 Una vez consultado el Sistema Web de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y según el certificado 
digital de antecedentes disciplinarios de abogados N°666786, a la fecha no registra sanciones vigentes en su contra. 
5 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se 

dictan otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
6 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 

acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:notificacionesbogota@giraldoabogados.com.co
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JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 
Bogotá, D.C., veintitrés (23) de octubre de dos mil veinte (2020). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Luis Esteban Montaña Borja 
Demandado: Nación - Fiscalía General de la Nación 
Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00317-00                     
            
Encontrándose el proceso del epígrafe para decidir sobre su admisión, advierte este 
funcionario que los jueces administrativos se encuentran incursos en la causal de 
impedimento dispuesta en el numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, 
pues eventualmente nos asiste interés indirecto en el resultado del asunto citado en la 
referencia, como pasa a explicarse: 
 
Pretende la parte demandante, entre otras peticiones: “CUARTA: Que como consecuencia 
de la declaración de nulidad de los anteriores actos administrativos y a título de 
restablecimiento del derecho, ordénese a la Fiscalía General de la Nación, reconocer que 
la bonificación judicial que percibe mi mandante es constitutiva de factor salarial para 
liquidar todas las prestaciones sociales devengadas y las que se causen a futuro, y en 
consecuencia pague a mi mandante el producto de la reliquidación de todas sus 
prestaciones sociales debidamente indexadas, a partir del 1 de enero del año 2013 hasta 
que se haga efectivo el reconocimiento del pago.” 1 
 
De acuerdo con la anterior pretensión, el despacho trae el artículo 1º del Decreto 0382 de 
2013 el cual desarrolla las normas generales señaladas en la Ley 4 de 1992: 
 

 “ARTÍCULO  1. Creáse (sic) para los servidores de la Fiscalía General de la 
Nación a quienes se aplica el régimen salarial y prestacional establecido en el 
Decreto 53 de 1993, y que vienen rigiéndose por el decreto 875 de 2012 y por 
las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la 
cual se reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para 
la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General 
de Seguridad Social en Salud.  La bonificación judicial se reconocerá a partir 
del 1º de enero de 2013, se percibirá mensualmente, mientras el servidor 
público permanezca en el servicio y corresponde para cada año, al valor que 
se fija en la siguiente tabla: (…)” 
 

Ahora bien, el Consejo de Estado a través de decisión del 07 de febrero de 2019 dentro del 
proceso con radicado No. 11001-03-25-000-2017-00393-00(63081), en sala plena de la 
Sección Tercera con ponencia del Consejero JAIME ENRIQUE RODRÍGUEZ NAVAS y con 
sustento en decisión previa del 20 de septiembre de 2018 donde se resolvió sobre 
impedimento relacionado con la pretensión de inconstitucionalidad y otorgamiento de 
carácter de factor salarial a la bonificación reconocida a funcionarios y empleados de la 
Rama Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, decidió: 
 

“Los magistrados que integran la Sección Segunda de esta Corporación 
manifestaron su impedimento para conocer del presente asunto el veinte (20) 
de septiembre de dos mil (2018), de conformidad con lo dispuesto en el numeral 
1º del artículo 141 del Código General del Proceso (CGP), aplicable por 
remisión expresa del artículo 130 del Código de Procedimiento Administrativo 
y de lo Contencioso Administrativo (CPACA)2. 
 

                                                 
1 PDF DEMANDA Y ANEXOS. Hojas 01 y 02. Ver pretensiones demanda. 
2 “Los magistrados y jueces deberán declararse impedidos, o serán recusables, en los casos señalados en el artículo 150 del 
Código de Procedimiento Civil (…)”. 
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Como sustento de lo anterior, señalaron tener un interés indirecto en la 
actuación contenciosa, al considerar que: 
 

“[…] En ese orden de ideas, la totalidad del colectivo de magistrados 
integrantes de la sección segunda de esta Corporación está incursa en 
causal de impedimento frente al medio de control incoado por la 
demandante contra la Nación – Fiscalía General de la Nación y otros, 
dado que, por un lado, nos asiste interés indirecto en las resultas del 
proceso, por cuanto de prosperar las pretensiones de la demanda se 
favorecerían no solo los empleados que prestan sus servicios en el 
despacho a cargo de quienes integran esta sección segunda, sino de toda 
la Corporación; y por el otro, las prestaciones reconocidas en los demás 
decretos demandados, si bien son en favor de servidores de la Fiscalía 
General de la Nación, la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y 
las direcciones seccionales de la Rama Judicial presentan el mismo 
fundamento jurídico, que no es otro que la Ley 4a de 1992, por lo que al 
efectuar cualquier pronunciamiento sobre esta, eventualmente podrá 
incidir de manera favorable y, de manera indirecta, en los empleados 
destacados ante cada despacho, como se dejó anotado”. 

 
(…) 
 
En el sub lite, los magistrados de la Sección Segunda del Consejo de Estado 
manifestaron que actualmente tienen un interés indirecto en el presente 
proceso, ya que los artículos de los decretos demandados consagran preceptos 
salariales a los que son beneficiarios, tal como lo es, la bonificación judicial 
creada en la normatividad demandada en desarrollo del artículo 14 de la Ley 4a 
de 1992. Por tal motivo, la Sala considera que, acorde con el precepto legal, la 
manifestación de impedimento de los mencionados magistrados y la situación 
fáctica planteada dejan abierta la posibilidad de que su objetividad se altere por 
las razones que ellos exponen. 
 
En efecto, el estudio de las pretensiones de nulidad por inconstitucionalidad 
implicaría adelantar un análisis del carácter salarial de la bonificación judicial 
con el fin de nivelar salarialmente a los funcionarios y empleados de la Rama 
Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, previsto en la Ley 4a de 1992, 
hace que los Magistrados tengan un interés indirecto en el presente asunto, en 
razón a que por años han sido beneficiarios de dicha bonificación.  
 
Conforme a lo anterior, le correspondería en principio a esta Sección avocar el 
conocimiento del proceso de conformidad con lo establecido en el numeral 4 
del artículo 131 la Ley 1437 de 2011, sin embargo, observa la Sala que también 
se encuentra impedida para conocer del presente asunto al tenor de la causal 
contemplada en el numeral 1º del artículo 141 del CGP, toda vez que la 
situación fáctica planteada por la Sección Segunda también resulta aplicable 
respecto de los magistrados que integran esta Sección, así como del resto de 
consejeros que hacen parte de la Corporación.  

 
Así pues, de acuerdo con la anterior normatividad y reseña jurisprudencial, ante una 
eventual prosperidad de las súplicas de la demanda, indudablemente se abre la posibilidad 
de obtener a favor de los Jueces de la República el reconocimiento de la bonificación judicial 
como remuneración con carácter salarial y con las demás prestaciones que ello implica, 
teniendo en cuenta que el estudio de las pretensiones de nulidad por inconstitucionalidad y 
del carácter salarial que pueda o no dársele a la bonificación judicial reconocida a los 
funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, 
converge en el despliegue normativo de la Ley 4a de 1992, lo cual necesariamente implica 
que esta instancia judicial se abstenga de avocar el conocimiento del proceso. 
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En tal virtud, y a pesar de haberse tramitado con anterioridad en este despacho casos 
similares de acuerdo con los pronunciamientos del Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca que no declaraban fundados los impedimentos de los jueces de esta 
sección, acogiendo el citado precedente del Consejo de Estado, manifiesto impedimento 
para conocer del presente proceso y de igual manera, considero que los jueces 
administrativos también se encuentran inmersos en la causal de impedimento3, por lo que, 
para el trámite de éste se dispone remitir las diligencias al Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca, para lo de su cargo4. 
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: DECLARAR EL IMPEDIMENTO antes manifestado, conforme a las razones 
expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: REMITIR el expediente al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para lo de 
su cargo. 
 
TERCERO: COMUNICAR la presente manifestación de impedimento al interesado. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 
 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 26 DE OCTUBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  
 

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO 

 
DHC 
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JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 014 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA. 
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3 Numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa del artículo 130 de la ley 1437 
de 2011, “Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de 
consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o indirecto en el proceso”. 
4 Numeral 2° del artículo 131 de la ley 1437 de 2011, “Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima que 
comprende a todos los jueces administrativos, pasará el expediente al superior expresando los hechos en que se fundamenta. 
De aceptarse el impedimento, el tribunal designará conjuez para el conocimiento del asunto”. 



 

 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

 
Bogotá, D.C., veintitrés (23) de octubre de dos mil veinte (2020). 
 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Diego Mauricio Rodríguez Ávila 
Demandado: Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional 
Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00325-00                     
         
    
Encontrándose el proceso al Despacho para admisión, se dispone, a través de 
Secretaría REQUERIR a través de mensaje de datos y sin necesidad de oficios a la 
DIRECCIÓN DE PERSONAL de la EJÉRCITO NACIONAL, para que con destino al 
presente proceso allegue certificación en la que conste la siguiente información: 
 

1. Último lugar geográfico de prestación de servicios (ciudad o municipio) del 
señor DIEGO MAURICIO RODRÍGUEZ ÁVILA identificado con la cédula de 
ciudadanía No. 93.350.639 de San Antonio, a efectos de determinar la 
competencia por razón del territorio del presente asunto, conforme a lo previsto 
en el numeral 3° del artículo 156 del Código de Procedimiento Administrativo 
y de lo Contencioso Administrativo.  
 
2. Si el demandante se encuentra en servicio o activo o es miembro retirado 
del Ejército Nacional. En caso de ser miembro retirado informar a partir de 
cuándo y remitir toda la documentación correspondiente, en especial acto 
administrativo de retiro del servicio y de reconocimiento de asignación de 
retiro. 

 
TÉRMINO IMPRORROGABLE para dar contestación de cinco (05) días contados 
a partir de la comunicación del oficio que se libre. 
 
La información en respuesta a lo solicitado podrá ser enviada de manera expedita 
al correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, indicando en el 
correo electrónico el número de radicado del proceso (23 dígitos), el juzgado y las 
partes. 
 
Así mismo, se solicita a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales1 a 
su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 
continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos 
PCSJA20-115672 y PCSJA20-115813, expedidos por la Presidencia del Consejo 
Superior de la Judicatura.  

                                                 
1 La gestión podrá realizarse a través de medios digitales mediante mensaje de datos al correo electrónico de la entidad o 
autoridad requerida según lo establecido en el artículo 2º del Decreto 806 de 2020, el cual dispone: “Artículo 2. Uso de las 
tecnologías de la información y las comunicaciones. Se deberán utilizar las tecnologías de la información y de las 
comunicaciones en la gestión y trámite de los procesos judiciales y asuntos en curso, con el fin de facilitar y agilizar el acceso 
a la justicia, como también proteger a los servidores judiciales, como a los usuarios de este servicio público.  
2 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
3 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


 

 

 
 

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho No. 2020-00325 
 

2 
 

 
Allegada la prueba documental solicitada INGRESAR el expediente de inmediato al 
Despacho para lo que corresponda y si es del caso estudiar la MEDIDA CAUTELAR 
solicitada. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 
 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 26 DE OCTUBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  
 

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO 

 
DHC 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

JAVIER LEONARDO ORJUELA ECHANDIA  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 014 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA. 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 
Código de verificación: 4aed35028d3a9c3f651a8bdf2f33a6e099dcdd035475500b8c480c2934bf7277 

Documento generado en 23/10/2020 02:31:02 a.m. 
 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 

 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

 
Bogotá, D.C., veintitrés (23) de octubre de dos mil veinte (2020). 
 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Eduardo Rafael Quiñonez Jiménez 
Demandado: Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional 
Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00236-00                     
        
     
Encontrándose el proceso al Despacho para admisión, se dispone, a través de 
Secretaría OFICIAR a la DIRECCIÓN DE PERSONAL de la EJÉRCITO NACIONAL, 
para que con destino al presente proceso allegue certificación en la que conste la 
siguiente información: 
 

1. Último lugar geográfico de prestación de servicios (ciudad o municipio) del 
señor EDUARDO RAFAEL QUIÑONEZ JIMÉNEZ identificado con la cédula de 
ciudadanía No. 72.255.601 de Barranquilla, a efectos de determinar la 
competencia por razón del territorio del presente asunto, conforme a lo previsto 
en el numeral 3° del artículo 156 del Código de Procedimiento Administrativo 
y de lo Contencioso Administrativo.   
 
2. Si el demandante se encuentra en servicio o activo o es miembro retirado 
del Ejército Nacional. En caso de ser miembro retirado informar a partir de 
cuándo y remitir toda la documentación correspondiente, en especial acto 
administrativo de retiro del servicio y de reconocimiento de asignación de 
retiro. 

 
TÉRMINO IMPRORROGABLE para dar contestación de diez (10) días contados a 
partir del día siguiente a la notificación de esta providencia. 
 
La información en respuesta a lo solicitado podrá ser enviada de manera expedita 
al correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, indicando en el 
correo electrónico el número de radicado del proceso (23 dígitos), el juzgado y las 
partes. 
 
Así mismo, se solicita a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales1 a 
su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 
continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos 
PCSJA20-115672 y PCSJA20-115813, expedidos por la Presidencia del Consejo 
Superior de la Judicatura.  

                                                 
1 La gestión podrá realizarse a través de medios digitales mediante mensaje de datos al correo electrónico de la entidad o 
autoridad requerida según lo establecido en el artículo 2º del Decreto 806 de 2020, el cual dispone: “Artículo 2. Uso de las 
tecnologías de la información y las comunicaciones. Se deberán utilizar las tecnologías de la información y de las 
comunicaciones en la gestión y trámite de los procesos judiciales y asuntos en curso, con el fin de facilitar y agilizar el acceso 
a la justicia, como también proteger a los servidores judiciales, como a los usuarios de este servicio público.  
2 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
3 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


 

 

 
 

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho No. 2020-00214 
 

2 
 

 
Allegada la prueba documental solicitada INGRESAR el expediente de inmediato al 
Despacho, para lo que corresponda. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 

 
 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 26 DE OCTUBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  
 

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO 

DVT 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

JAVIER LEONARDO ORJUELA ECHANDIA  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 014 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA. 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 
 

Código de verificación: c5351de95d47494b20d74aba0400ffb9dff66375dee470232349ebd33d746e48 
Documento generado en 23/10/2020 02:31:03 a.m. 

 
Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 

 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

 
Bogotá, D.C., veintitrés (23) de octubre de dos mil veinte (2020). 
 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Juan Carlos Leguizamón Cárdenas  
Demandado: Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional 
Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00239-00                     
            
 
Encontrándose el proceso al Despacho para admisión, se dispone, a través de 
Secretaría OFICIAR a la DIRECCIÓN DE PERSONAL de la EJÉRCITO NACIONAL, 
para que con destino al presente proceso allegue certificación en la que conste la 
siguiente información: 
 

1. Último lugar geográfico de prestación de servicios (ciudad o municipio) del 
señor JUAN CARLOS LEGUIZAMÓN CÁRDENAS identificado con la cédula 
de ciudadanía No. 11.229.157 de Girardot, a efectos de determinar la 
competencia por razón del territorio del presente asunto, conforme a lo previsto 
en el numeral 3° del artículo 156 del Código de Procedimiento Administrativo 
y de lo Contencioso Administrativo.   
 
2. Si el demandante se encuentra en servicio o activo o es miembro retirado 
del Ejército Nacional. En caso de ser miembro retirado informar a partir de 
cuándo y remitir toda la documentación correspondiente, en especial acto 
administrativo de retiro del servicio y de reconocimiento de asignación de 
retiro. 

 
TÉRMINO IMPRORROGABLE para dar contestación de diez (10) días contados a 
partir del día siguiente a la notificación de esta providencia. 
 
La información en respuesta a lo solicitado podrá ser enviada de manera expedita 
al correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, indicando en el 
correo electrónico el número de radicado del proceso (23 dígitos), el juzgado y las 
partes. 
 
Así mismo, se solicita a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales1 a 
su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 
continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos 
PCSJA20-115672 y PCSJA20-115813, expedidos por la Presidencia del Consejo 
Superior de la Judicatura.  

                                                 
1 La gestión podrá realizarse a través de medios digitales mediante mensaje de datos al correo electrónico de la entidad o 
autoridad requerida según lo establecido en el artículo 2º del Decreto 806 de 2020, el cual dispone: “Artículo 2. Uso de las 
tecnologías de la información y las comunicaciones. Se deberán utilizar las tecnologías de la información y de las 
comunicaciones en la gestión y trámite de los procesos judiciales y asuntos en curso, con el fin de facilitar y agilizar el acceso 
a la justicia, como también proteger a los servidores judiciales, como a los usuarios de este servicio público.  
2 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
3 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


 

 

 
 

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho No. 2020-00214 
 

2 
 

 
Allegada la prueba documental solicitada INGRESAR el expediente de inmediato al 
Despacho, para lo que corresponda. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 
 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 26 DE OCTUBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  
 

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO 

 
DVT 

 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

JAVIER LEONARDO ORJUELA ECHANDIA  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 014 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA. 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 
Código de verificación: 4312ad656f81b74efe85c9e2a4ffc07ad20e80c5b311d85d8a2565c596160bfe 

Documento generado en 23/10/2020 02:31:04 a.m. 
 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 

 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

 
Bogotá, D.C., veintitrés (23) de octubre de dos mil veinte (2020). 
 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Santos Ismael Rodríguez Cortés 
Demandado: Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional 
Expediente: No. 11001-3335-014-2020-00331-00                     
           
  
Encontrándose el proceso al Despacho para admisión, se dispone, a través de 
Secretaría REQUERIR a través de mensaje de datos y sin necesidad de oficios a la 
DIRECCIÓN DE PERSONAL de la EJÉRCITO NACIONAL, para que con destino al 
presente proceso allegue certificación en la que conste la siguiente información: 
 

1. Último lugar geográfico de prestación de servicios (ciudad o municipio) del 
señor SANTOS ISMAEL RODRÍGUEZ CORTÉS identificado con la cédula de 
ciudadanía No. 3.192.898, a efectos de determinar la competencia por razón 
del territorio del presente asunto, conforme a lo previsto en el numeral 3° del 
artículo 156 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo.  
 
2. Si el demandante se encuentra en servicio o activo o es miembro retirado 
del Ejército Nacional. En caso de ser miembro retirado informar a partir de 
cuándo y remitir toda la documentación correspondiente, en especial acto 
administrativo de retiro del servicio y de reconocimiento de asignación de 
retiro. 

 
TÉRMINO IMPRORROGABLE para dar contestación de cinco (05) días contados 
a partir de la comunicación del oficio que se libre. 
 
La información en respuesta a lo solicitado podrá ser enviada de manera expedita 
al correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, indicando en el 
correo electrónico el número de radicado del proceso (23 dígitos), el juzgado y las 
partes. 
 
Así mismo, se solicita a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales1 a 
su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 
continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos 
PCSJA20-115672 y PCSJA20-115813, expedidos por la Presidencia del Consejo 
Superior de la Judicatura.  

                                                 
1 La gestión podrá realizarse a través de medios digitales mediante mensaje de datos al correo electrónico de la entidad o 
autoridad requerida según lo establecido en el artículo 2º del Decreto 806 de 2020, el cual dispone: “Artículo 2. Uso de las 
tecnologías de la información y las comunicaciones. Se deberán utilizar las tecnologías de la información y de las 
comunicaciones en la gestión y trámite de los procesos judiciales y asuntos en curso, con el fin de facilitar y agilizar el acceso 
a la justicia, como también proteger a los servidores judiciales, como a los usuarios de este servicio público.  
2 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
3 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


 

 

 
 

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho No. 2020-00325 
 

2 
 

 
Allegada la prueba documental solicitada INGRESAR el expediente de inmediato al 
Despacho para lo que corresponda y si es del caso estudiar la MEDIDA CAUTELAR 
solicitada. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 
 

 

JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO                                       
ORAL DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia anterior 
hoy 26 DE OCTUBRE DE 2020, a las 8:00 a.m.  
 

 
__________________________________ 
ANDRÉS LEONARDO PEDRAZA MORA 

SECRETARIO 

DHC 
 
 

Firmado Por: 
 

JAVIER LEONARDO ORJUELA ECHANDIA  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 014 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA. 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 
 

Código de verificación: 5578ed54cf7eac48be3f3d8f5420120b6e82c11bb4c1ac77a03ba7993ed8bcee 
Documento generado en 23/10/2020 10:30:23 a.m. 

 
Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 


